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1. Introducción

El diseño de las políticas públicas y los análisis de la distribución de la renta y la

pobreza son dos ámbitos con numerosos focos de interés común. Los estudios de

políticas públicas se enfrentan cotidianamente a la necesidad de decidir las cuantías de

las distintas prestaciones y sus ajustes cuando varía el tamaño del hogar, fijar mínimos

exentos en los impuestos personales y definir procedimientos de tributación familiar

que respeten los principios de equidad vertical y horizontal a través de sistemas de

deducciones y minoraciones impositivas. Por su parte, quienes trabajan en el ámbito de

la distribución de la renta, se esfuerzan por hallar criterios para medir la pobreza,

definir ajustes que permitan comparar las rentas de hogares de diferente estructura y

evaluar la desigualdad, para lo que precisan partir de un enfoque teórico riguroso que

necesariamente pone el acento en los problemas conceptuales y metodológicos ligados

al proceso de medición.

Por ello, los estudios de distribución de la renta tienen, a nuestro juicio,

importantes elementos que aportar a la elaboración y puesta en práctica de algunas de

las políticas de subsidios e ingresos públicos más emblemáticas de los Estados en las

sociedades actuales. Así por ejemplo, el marco teórico y metodológico del análisis de

la pobreza puede ser útil para determinar los niveles de algunas prestaciones o los

mínimos exentos en el impuesto sobre la renta de las personas físicas, mientras que los

análisis de la desigualdad ofrecen interesantes instrumentos para determinar la posición

relativa de diferentes tipos de hogar y poder aplicar adecuadamente el criterio de la

capacidad de pago a la hora de fijar las bases imponibles de los mismos.
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Con demasiada frecuencia existe, sin embargo, una significativa disociación

entre los desarrollos producidos en ambos campos, aunque la construcción y aplicación

de modelos “tax-benefit” en los últimos años ha servido en algunos países para

aumentar la colaboración entre académicos y gestores públicos1. Los políticos a

menudo no hacen explícita la argumentación que da lugar a los parámetros esenciales

de las políticas de gastos e impuestos vigentes (argumentación en la cual suelen jugar

un papel importante algunas restricciones económicas, legales o institucionales con las

que no siempre cuentan los científicos)2. Los investigadores, por su parte, tienden a

poner menor acento en los problemas de aplicabilidad práctica de sus resultados.

Paralelamente, la excesiva compartimentación de los enfoques seguidos por diferentes

grupos de científicos sociales limita en algunos casos la posibilidad de lograr

conclusiones coherentes y útiles para la toma de decisiones.

Desde nuestro punto de vista, resulta necesario mejorar el grado de

comunicación e intercambio entre la investigación científica y la formulación de las

políticas públicas. El trabajo que presentamos participa de ese espíritu.  El estudio se

enmarca en el análisis del tratamiento de la familia en las políticas públicas actuales, y

toma como punto de partida el concepto de mínimo  personal y familiar que introduce

la reforma del IRPF. Para ello, en el siguiente apartado se efectúa un breve repaso del

la forma en que el impuesto se adecúa a las circunstancias personales y familiares de

los contribuyentes, aludiendo a los principales problemas del gravamen en este aspecto

y a las reformas emprendidas para tratar de solucionarlos, incluyendo la reforma

recientemente aprobada. El tercer apartado analiza la cuantía del mínimo personal y

familiar fijada en el gravamen para tratar de determinar su grado de coherencia con

otras políticas públicas y con los umbrales e indicadores de pobreza obtenidos de las

fuentes disponibles. En el cuarto apartado hemos estudiado los ajustes del mínimo a

                                                       
1 En todo caso, las prácticas nacionales difieren sensiblemente en este sentido. Los rigurosos estudios
previos llevados a cabo en EEUU para sustentar la reforma del método oficial de cuantificación de la
pobreza (Citro y Micahel [Eds], 1995) constituyen un buen ejemplo de la importancia que en algunos
casos se concede a la fundamentación científica  de las decisiones públicas.
2 El montante total del gasto comprometido, cuando se pretende poner en marcha una nueva política
de subsidios, o de la exención decidida en un proceso de reforma fiscal, se encuentran obviamente
ligados a las disponibilidades (y restricciones) presupuestarias existentes en el momento en el que se
proponen tales reformas. No obstante, en nuestros días resulta muy poco defendible justificar el nivel
del mínimo personal y familiar en el IRPF o el de un salario mínimo social en motivos estrictos de
coste recaudatorio o de disponibilidad presupuestaria. No debemos olvidar que se trata de determinar
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partir de la teoría de las escalas de equivalencia, tratando de conectar ambas

problemáticas. El trabajo finaliza con algunas conclusiones sobre los temas estudiados.

2. Mínimo personal y familiar y tratamiento de la unidad familiar en el

IRPF: problemas planteados y reformas recientes

La teoría de la imposición personal sobre la renta y el análisis de la distribución

de la renta se enfrentan a una serie de problemas básicos similares. La elección de la

unidad contribuyente y la valoración de la capacidad de pago de dicha unidad (en

función de la cual se determinará el nivel de gravamen soportado) tienen mucho en

común con la elección de la unidad de análisis y la cuantificación del nivel de renta

“ajustado” o “equivalente” en los estudios de pobreza y desigualdad.

En el análisis de la distribución, interesa en última instancia comparar el

bienestar económico de los individuos. Sin embargo, no se considera que el individuo

sea la unidad de análisis adecuada, debido a que las rentas percibidas a título individual

son un indicador imperfecto del bienestar económico efectivamente disfrutado. La

situación económica personal se valora teniendo en cuenta las rentas percibidas por el

hogar en su conjunto, que determinan el nivel de consumo alcanzable por los miembros

que lo componen, sean éstos perceptores de ingresos o no. Así, la unidad de análisis en

los estudios de pobreza y desigualdad es el hogar o la familia, y la posición económica

de los individuos se evalúa obteniendo el nivel de “renta equivalente” que corresponde

a dichos individuos en función de la renta global y composición del hogar al que

pertenecen.

En el diseño del impuesto sobre la renta, el problema consiste en gravar a los

individuos atendiendo a su capacidad de pago, de forma que los que tienen idéntica

capacidad de pago soporten el mismo tipo impositivo efectivo (equidad horizontal) y

los que tienen distinta capacidad de pago tributen de forma adecuadamente desigual

(equidad vertical). Este segundo principio, en el contexto de un impuesto progresivo,

                                                                                                                                                              
necesidades mínimas de las familias para procurar su adecuada cobertura.
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exigiría que el tipo efectivamente soportado aumentase al hacerlo la capacidad de

pago.

El concepto de capacidad de pago plantea dificultades teóricas y empíricas

similares a las suscitadas a la hora de delimitar el indicador de renta en el análisis de la

distribución. Por una parte, un buen indicador teórico de la capacidad de pago (o del

bienestar económico, en los estudios sobre desigualdad y pobreza) debería integrar

información sobre elementos que, como los ingresos en especie o las ganancias de

capital no realizadas, resultan difíciles de medir en la práctica. En general, la

estimación de la capacidad de pago, como ocurre en los estudios de desigualdad y

pobreza, se basa en los ingresos monetarios percibidos anualmente, aunque se incluyen

en ocasiones rentas imputadas por la posesión de una vivienda en propiedad o el pago

de complementos salariales en especie3. Por otra parte, a la hora de determinar la

capacidad de pago de cada unidad contribuyente es preciso tener en cuenta las cargas

familiares que éstas soportan, lo que obliga a introducir ajustes, vía base, tarifa o

cuota, para diferenciar el trato otorgado a unidades con la misma renta pero con

diferente composición familiar.

El concepto de Mínimo Personal y Familiar (MPF, desde ahora) empleado por

el nuevo impuesto aprobado recientemente en España4 tiene como objetivo principal

delimitar la capacidad tributaria del sujeto pasivo del impuesto, exonerando

explícitamente del gravamen aquellos recursos que, en opinión del legislador, son

imprescindibles para atender las necesidades mínimas del individuo o de la unidad

familiar. En ese sentido, tal concepto es muy próximo a la noción de pobreza empleada

en los estudios de distribución, ya que, en ambos casos, se trataría de determinar un

umbral que pueda servir para fijar la situación de pobreza y, en su caso, generar el

derecho a una percepción mínima a título de salario social, o bien para clarificar qué

parte de la renta del sujeto pasivo debe ser sometida a imposición. La vieja propuesta

del impuesto negativo sobre la renta permitiría comprender perfectamente el

                                                       
3 Tal era el caso de la legislación española sobre el IRPF hasta la reforma actual. El nuevo IRPF
elimina la imputación de renta por la vivienda en propiedad, aunque mantiene la de las
remuneraciones en especie. Ver el artículo 43 de la nueva Ley del Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas (Ley 40/1998, de 9 de diciembre).
4 Artículo 40 de la Ley 40/1998.
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significado y el alcance de este nuevo concepto acuñado por el legislador tributario

español5. Según la visión, por ejemplo, de Friedman (1962), sólo tributarían aquellos

contribuyentes cuyos ingresos superaran una cantidad mínima de recursos entendidos

como necesarios para atender las necesidades vitales.

El reconocimiento de ese mínimo personal y familiar se justifica, en la

Exposición de Motivos de la Ley, en la necesidad de adaptar el impuesto al modelo

vigente en los países de nuestro entorno, aunque parece claro que se trata de un

cambio fácilmente inteligible por los ciudadanos precisamente por hacer explícito que

los sujetos pasivos que no alcancen la cuantía de dicho mínimo no deben pagar

impuestos. Si además la cuantía fijada garantiza la liberación del impuesto a un buen

número de anteriores contribuyentes, la viabilidad de la reforma y el apoyo de una

parte importante de electores estarían garantizados.

¿Significa la fijación del MPF que el anterior impuesto no tenía en cuenta esas

necesidades mínimas mencionadas? La verdad es que, con otro nombre, o sin nombre

alguno, el impuesto anterior contemplaba, como no podía ser menos en uno de los

instrumentos esenciales de la acción redistributiva del Estado, una cantidad mínima que

no se sometía a gravamen alguno, junto a una serie de deducciones en la cuota que

variaban en función de las cargas familiares de los contribuyentes. Así, en la Ley

anterior (hoy vigente), 18/1991, de 6 de junio, del IRPF, los artículos 74 y 91 recogían

las escalas individual y conjunta del impuesto en cuyo primer tramo se establecía una

cuota cero hasta un cierto nivel de base liquidable. Concretamente, para la declaración

de 1998, el tramo de base liquidable exonerado de gravamen alcanzaba la cifra de

467.000 pesetas en el caso de la declaración individual y de 901.000 en el caso de la

conjunta. Por su parte, las deducciones por hijos se sitúan en 25.000 pesetas para el

primero, 35.000 para el segundo y 50.000 para el tercero y posteriores. A tales

deducciones se suman otras por ascendientes a cargo, por discapacidad y, para las

                                                       
5 La Exposición de Motivos de la Ley dice que “En el Título Preliminar se define como objeto del
impuesto la renta disponible y considera como tal la renta que puede utilizar el contribuyente tras
atender a sus necesidades y las de los sujetos que de él dependen, Para plasmar dicho principio se
declara la exención de un mínimo de renta que varía según las circunstancias personales y familiares
del contribuyente”.
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rentas inferiores 3.500.000 pesetas, por los gastos de custodia de los niños menores de

3 años, siempre que ambos cónyuges trabajen fuera.

Puede decirse, en definitiva, que la novedad del MPF es sólo parcial, ya que

anteriormente existían mínimos exentos en el impuesto, si bien no se hallaban

graduados en función de las cargas familiares del contribuyente, sino que éstas se

tenían en cuenta a través de deducciones en la cuota. El legislador ha procurado sin

embargo hacer explícito el concepto de Mínimo y aprovechar la ocasión para reducir

sensiblemente el número de contribuyentes y evitar el coste administrativo de las

devoluciones de impuestos pagados6. Puesto que éste mínimo se justifica en términos

de los niveles de renta necesarios para atender “las necesidades” de los diversos tipos

de unidad familiar, tiene interés analizar si su cuantía responde o no a un criterio

razonable que pueda ser utilizado como umbral alternativo para medir la pobreza, así

como si es o no coherente con los principios seguidos para establecer los niveles

mínimos en otras políticas sociales, tanto en España como en otros países de nuestro

entorno.

Junto a la adecuada definición del concepto de capacidad de pago, el diseño del

impuesto ha debido enfrentarse al difícil problema de la elección de la unidad

contribuyente. El debate en este sentido ha girado en torno a las ventajas e

inconvenientes de tomar al individuo o a la unidad familiar (concepto próximo al de

“hogar”, aunque más restrictivo). Los argumentos teóricos a favor de la unidad

familiar son de naturaleza similar a los esgrimidos en el terreno del análisis de la

distribución: dado que la familia es una unidad de toma de decisiones y de consumo,

son las rentas de la unidad familiar, y no las percibidas a título individual por los

cónyuges, las que determinan la capacidad de pago de los sujetos pasivos del

impuesto. Paralelamente, la existencia de cargas familiares o circunstancias especiales

(como las discapacidades) deben tenerse en cuenta a la hora de evaluar la capacidad de

pago a efectos de cálculo del impuesto. De manera quizás un tanto simplificadora, pero

                                                       
6 Todo parece indicar que las devoluciones se hacen más complejas y extraordinarias en el nuevo
impuesto, tal como se desprende de los requisitos formales exigidos en el artículo 81 de la nueva Ley
del Impuesto para acceder a la devolución de impuestos pagados por encima de lo debido.
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útil desde la perspectiva de este trabajo, los contribuyentes deberían ser gravados

según su nivel de “renta equivalente”7.

Desde la óptica de la tributación conjunta, y una vez efectuados los ajustes

pertinentes para tener en cuenta las cargas familiares, se debería cumplir que un

individuo soltero de renta Y tributase más que un matrimonio con la misma renta (ya

sea ésta percibida por un sólo cónyuge o por ambos), porque su nivel de necesidades

es menor. Por su parte, el matrimonio debería soportar un tipo superior a dos solteros

que viven independientemente con rentas Y/2, ya que, a diferencia de éstos últimos,

puede aprovechar las economías de escala derivadas de la vida conjunta, que suponen

un aumento efectivo de la capacidad de pago.

En el caso de los matrimonios, la cuestión de si la tributación debería variar o

no en función del número de perceptores de ingresos resulta más compleja. Desde la

óptica del análisis de la distribución, dos hogares con idéntica composición e idéntico

nivel de renta total tienen la misma “renta equivalente” según la mayoría de las escalas

utilizadas. No obstante, existen argumentos para considerar que los hogares formados

por un perceptor de ingresos y un cónyuge dedicado plenamente a la producción

doméstica (la familia tradicional) disfrutan de un nivel de vida superior al de los

hogares en los cuales ambos cónyuges han de trabajar para obtener la renta8.

En síntesis, la graduación de la carga impositiva en función de los tipos de

unidad contribuyente debería atenerse al siguiente esquema (con una serie de ajustes

adecuados para tener en cuenta las diferentes cargas familiares):

                                                       
7 Sería preciso analizar con mayor detalle las similitudes y diferencias entre los conceptos de
capacidad de pago y renta equivalente. Por otra parte, no es posible ignorar que la normativa del IRPF
introduce numerosos incentivos a determinadas utilizaciones de la renta o elementos de protección a
la familia o a las rentas salariales cuya justificación va más allá de la medida y corrección de las
economías de escala y las cargas familiares de diferentes unidades familiares.
8 Para tener en cuenta este hecho, cabría en principio adoptar dos estrategias. La primera consistiría
en  modificar el concepto de renta para incluir los ingresos no monetarios derivados de la producción
doméstica (cuidado de los hijos y otros miembros del hogar, compras, elaboración de comidas, tareas
de limpieza y mantenimiento, etc). Este ajuste vía indicadores permitiría lograr una definición más
adecuada de los verdaderos recursos con los que cuenta el hogar. La segunda  estrategia sería un
ajuste vía escalas, que proporcione un tratamiento diferencial de las “necesidades” de ambos tipos de
hogar. En este caso, se trataría de reconocer las mayores necesidades de gasto de los hogares en los
que ambos cónyuges trabajan (en términos de gastos en desplazamiento, comidas fuera de casa,
cuidado de los hijos y tareas del hogar o menor aprovechamiento de economías de escala en
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El impuesto anterior a la sentencia del Tribunal Constitucional 45/1989, que

declaraba inconstitucional el tratamiento dado por la ley del IRPF a la tributación

familiar, respondía a esta filosofía, aunque su forma de plasmarla en la práctica

planteaba algunos problemas:

1) La tributación conjunta obligatoria hacía que un matrimonio con dos

perceptores soportase mayor carga fiscal que dos solteros con las mismas rentas

individuales, si bien existían algunos mecanismos destinados a paliar el posible exceso

de tributación derivado de la acumulación de rentas (en forma de un aumento de la

deducción general, primero, y de forma adicional a través de la deducción variable,

más adelante). Naturalmente, resulta difícil valorar la adecuación de tales mecanismos

de ajuste sin conocer la magnitud exacta de las “economías de escala” derivadas de la

vida conjunta, que son las que justificarían el gravamen superior desde esta

perspectiva.  En este sentido, las dos críticas principales se referían, por un lado, a la

insuficiencia de tales ajustes y, por otro, a la discriminación que sufrían los

matrimonios respecto a las uniones de hecho, que podían equiparar su carga fiscal a la

de los solteros.

2) La imposibilidad de aplicar los mecanismos correctores de la acumulación de

rentas en el caso de los matrimonios con un sólo perceptor de ingresos les colocaba en

una posición desfavorable respecto a los de dos perceptores. Aunque, como veíamos,

el mayor gravamen del primer tipo de unidad puede estar justificado desde algunos

puntos de vista, tampoco en este caso estaba claro que las diferencias de tributación

respondieran de forma precisa a las diferencias en capacidad de pago.

3) Los solteros soportaban un impuesto mayor que los matrimonios con un

sólo perceptor de renta, pero la escasa magnitud de la deducción por matrimonio

                                                                                                                                                              
determinados bienes, como el automóvil).
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provocaba, en opinión de muchos analistas, un trato excesivamente favorable para los

primeros.

4) Por último, la cuantía de las deducciones familiares (por hijos y ascendientes

a cargo) parecía resultar insuficiente para adecuar el impuesto pagado a las variaciones

de la capacidad de pago que de tales cargas se desprenden. En consecuencia, las

familias de mayor tamaño soportaban un exceso de gravamen en relación a otros tipos

de unidad, especialmente si la renta era percibida por un sólo cónyuge.

La reforma del IRPF forzada por la sentencia del Tribunal Constitucional se

planteó fundamentalmente como un modo de dar respuesta a la discriminación que

sufrían los matrimonios (obligados a tributar conjuntamente) respecto a los solteros

que obtenían separadamente las mismas rentas. La justificación de la reforma reside en

la idea de que la carga fiscal de los individuos no debería variar al contraer

matrimonio9, lo que sólo puede lograrse a través de la tributación independiente. Es

interesante notar que la argumentación anterior obliga a renunciar al gravamen de las

economías de escala asociadas a la vida conjunta, lo cual puede resultar discutible

desde la óptica de la distribución de la renta.10.

Tras la Sentencia del Tribunal Constitucional, el Gobierno se vio compelido a

aceptar la posibilidad de la tributación individual, permitiendo también, de forma

opcional, una tributación conjunta sometida a una tarifa más baja. Hasta los 2 millones

de pesetas, dicha tarifa reproduce un spliting, convergiendo luego hacia el tipo medio

de la tarifa individual. Ello supone una mejora la situación de los matrimonios con un

                                                       
9 Un impuesto neutral ante el matrimonio exige que “dos personas, cuando se casen, no sufran
ninguna alteración de su carga impositiva si continúan percibiendo los mismos rendimientos que
obtenían de solteros”. Alvarez (1997), p.11.
10 Si, como demuestran los estudios empíricos realizados, existen economías de escala asociadas al
tamaño del hogar, que afectan a la capacidad de pago, el diferente gravamen de solteros y casados no
entrañaría necesariamente una violación del principio de equidad. Sí existiría, en cambio, una
discriminación a favor de las parejas de hecho u otras formas de convivencia no reglada, que no se
verían obligadas a tributar por unas economías de escala de las que disfrutan igual que los casados. En
este sentido, el principio de neutralidad ante el matrimonio llevaría, en buena lógica, no a equiparar
las cargas fiscales de un matrimonio y dos solteros, sino las de una matrimonio y una pareja de hecho
(de forma que, más que eliminarse el llamado “impuesto sobre el matrimonio”, se terminase con la
suerte de “bonificación fiscal de la pareja de hecho” que existía en el anterior diseño). Véase Gimeno
y Ruiz-Huerta (1981) para una revisión de los problemas que plantea la elección de la unidad
contribuyente en el IRPF y los argumentos teóricos que apoyarían una tributación de los hogares,
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perceptor respecto a los contribuyentes solteros, aunque concentrada en los primeros

tramos de renta.

Sin embargo, la novedad principal introducida por el nuevo sistema fue la

mejora de las unidades con más de un perceptor de renta que optaban por la

tributación separada, especialmente cuando ambos cónyuges contaban con ingresos

similares. En este sentido, no cabe duda de que el impuesto posterior a la sentencia

elimina el problema de la “bonificación fiscal de la pareja de hecho” presente en el

esquema anterior, pero lo hace por la vía de rebajar la carga fiscal de los matrimonios

con más de un perceptor de ingresos, lo que resulta discutible desde la óptica de la

equidad. Se genera, paralelamente, un tratamiento distinto de los matrimonios en

función del número de perceptores y de la distribución de las percepciones, con

resultados especialmente gravosos para las unidades formadas por un sólo perceptor

con elevados ingresos (por la imposibilidad de beneficiarse de la declaración separada)

y elevadas cargas familiares (debido a la persistencia de un ajuste insuficiente a través

de las deducciones en la cuota, aspecto no abordado por la reforma).

La Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas aprobada por el

Pleno del Congreso de los Diputados en diciembre de 1998 introduce la figura del

“mínimo personal y familiar”, concepto que recoge simultáneamente la existencia de un

nivel de renta que no debe ser objeto de gravamen (idea instrumentada con

anterioridad a través de un tramo a tipo cero) y los ajustes asociados a las diferentes

cargas familiares que soportan los contribuyentes (plasmados antes mediante una serie

de deducciones en la cuota). El concepto de renta discrecional, o renta de la cual los

contribuyentes pueden disponer libremente una vez cubiertas las necesidades mínimas,

sería, en la filosofía del nuevo impuesto, un indicador más ajustado de la capacidad de

pago, y se derivaría descontando de la renta bruta total el mínimo personal y familiar

determinado en función del tamaño y composición de la unidad familiar11.

Paralelamente, el nuevo impuesto mantiene la tributación conjunta opcional pero

elimina la doble tarifa, de forma que la renta de uso discrecional, una vez tenidas en

                                                                                                                                                              
independientemente de los vínculos jurídicos entre sus miembros (pp. 75-86).
11 En este sentido, el art. 2.2. declara que “el impuesto gravará la capacidad económica del
contribuyente, entendida ésta como su renta disponible, que será el resultado de disminuir la renta en
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cuenta las circunstancias personales y familiares de los contribuyentes, es sometida a

una escala de gravamen única.

Las cuantías del mínimo personal y familiar, reguladas en el artículo 40, se

recogen en el Cuadro 2.1. Según reza el texto de la ley, el mínimo de cada

contribuyente se obtendrá sumando las cantidades aplicadas por los conceptos que

procedan, teniendo en cuenta que las cantidades que componen el mínimo familiar no

podrán aplicarse cuando los ascendientes o descendientes presenten declaración

propia, y que cuando dos o más contribuyentes tengan derecho a la aplicación de los

mínimos familiares, su importe se prorrateará entre ellos.

Cuadro 2.1
Cuantías del mínimo personal y familiar en la nueva Ley del IRPF

Mínimo personal y familiar Ptas año
Mínimo personal
Contribuyente < 65 años
Contribuyente ≥ 65 años
Contribuyente con discapacidad entre 33% y 65%
Contribuyente con discapacidad ≥ 65%
Contribuyente cabeza de familia monoparental < 65 años
Contribuyente cabeza de familia monoparental ≥ 65 años
Contribuyente cabeza de familia monoparental con discapacidad entre 33% y  65%
Contribuyente cabeza de familia monoparental con discapacidad ≥ 65%

550.000
650.000
850.000

1.150.000
900.000

1.000.000
1.200.000
1.500.000

Mínimo familiar
Por ascendiente ≥ 65 años cuyas rentas no superen el SMI
Por descendiente soltero < 25 años cuyas rentas no superen un nivel mínimo(1)

   Por el primero y segundo
   Por el tercero y siguientes
Suplemento por material escolar (descendientes entre 3 y 16 años)
Suplemento por descendiente a cargo menor de 3 años
Suplemento por ascendiente o descendiente discapacitado de cualquier edad cuyas
rentas no superen un nivel mínimo(1)

   Discapacidad entre el 33% y el 65%
   Discapacidad mayor o igual al 65%

100.000

200.000
300.000
25.000
50.000

300.000
600.000

Notas: (1) Estos niveles mínimos se fijará reglamentariamente.

Frente al impuesto anterior, el nuevo esquema resulta sin duda alguna más

transparente en cuanto al tratamiento otorgado a los distintos tipos de unidad

                                                                                                                                                              
la cuantía del mínimo personal y familiar”.
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contribuyente, dado que la situación personal y familiar de los contribuyente se realiza

de manera única a la hora de determinar la base del impuesto, y no a través de una

combinación de mínimos exentos, deducciones en la cuota y tipos medios diferentes

según el régimen de tributación.

Sin embargo, no parece que el nuevo impuesto vaya a alterar radicalmente el

tratamiento dado a los distintos tipos de unidad familiar o a solucionar todos los

problemas planteados por el anterior. En particular, la aplicación de una tarifa única

unida a la posibilidad de tributación independiente refuerza el diferente trato otorgado

a los matrimonios con uno y dos perceptores de ingresos. En cuanto a la posición de

las parejas casadas con una sola renta frente a los solteros, la nueva ley del IRPF

permite en el primer caso deducir dos mínimos personales, situación no muy diferente

a la recogida en la ley actual al fijar un mínimo exento mayor en la tarifa conjunta. Una

novedad introducida por el esquema de MPF es el tratamiento más favorable de las

familias monoparentales, instrumentado a través de un aumento del mínimo personal

aplicable en la el caso de unidades familiares compuestas por un adulto solo con cargas

familiares.

La principal diferencia del esquema recientemente aprobado radica, quizás, en

la transformación en deducciones en la base (en forma de incrementos del MPF) de las

deducciones familiares en la cuota previamente existentes. Con la aplicación del

mínimo personal y familiar se trataría de conseguir que la “renta disponible” o renta de

uso discrecional de la unidad fiscal refleje directamente su capacidad de pago, por lo

que debería aproximarse al concepto de “renta equivalente”. La valoración de las

cargas familiares se realiza, por tanto, mediante la desgravación de las cuantías

previstas en el MPF por los ascendientes y descendientes a cargo del contribuyente.

Podemos calcular fácilmente los valores de las escalas de equivalencia

implícitas en el nuevo impuesto obteniendo los niveles de renta para los cuales

unidades de diferente composición reciben un trato igual, en términos de Base

Imposible y carga fiscal soportada. Para ello, naturalmente, hacemos abstracción de los

restantes elementos del impuesto que influyen en el gravamen efectivamente satisfecho.
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Cuadro 2.2
Escalas de equivalencia implícitas en el nuevo impuesto por tramos de BI

Tramos
de BI

Soltero Pareja
sin hijos

Pareja
+ 1 hijo

Pareja
+ 2 hijos

Pareja
+ 3 hijos

Pareja
+ 4 hijos

BI=0
  Renta 550.000 1.100.000 1.325.000 1.550.000 1.875.000 2.200.000
  Escala 1,00 2,00 2,41 2,82 3,41 4,00
BI=1 M
  Renta 1.550.000 2.100.000 2.325.000 2.550.000 2.875.000 3.200.000
  Escalas 1,00 1,35 1,50 1,65 1,85 2,06
BI=2,5 M
  Renta 3.050.000 3.600.000 3.825.000 4.050.000 4.375.000 4.700.000
  Escalas 1,00 1,18 1,25 1,33 1,43 1,54
BI=5 M
  Renta 5.550.000 6.100.000 6.325.000 6.550.000 6.875.000 7.200.000
  Escalas 1,00 1,10 1,14 1,18 1,24 1,30
BI=7,5 M
  Renta 8.050.000 8.600.000 8.825.000 9.050.000 9.375.000 9.700.000
  Escala 1,00 1,07 1,10 1,12 1,16 1,20
BI= 10 M
  Renta 10.550.000 11.100.000 11.325.000 11.550.000 11.875.000 12.200.000
  Escalas 1,00 1,05 1,07 1,09 1,13 1,16
BI= 15 M
  Renta 15.550.000 16.100.000 16.325.000 16.550.000 16.875.000 17.200.000
  Escalas 1,00 1,04 1,05 1,06 1,09 1,11

Nota: Para calcular el MPF correspondiente hemos considerado hogares en los que los hijos tienen
edades comprendidas entre los 3 y los 16 años. Fuente: Elaboración propia a partir de la legislación
del impuesto.

El cuadro 2.2 muestra los resultados del cálculo anterior, para distintos niveles

de Base Imponible, en el caso de un individuo soltero, una pareja sin hijos que tributa

conjuntamente y esa misma pareja con varios menores a su cargo. Es interesante notar

que, dado que los mínimos determinados son constantes en términos absolutos, las

escalas de equivalencia implícitas en el impuesto disminuyen con el nivel de renta,

situación que, como veremos más adelante, no se produce en los ajustes habitualmente

utilizados en los estudios de pobreza y desigualdad, pero que puede tener una clara

justificación en términos de los diferentes objetivos planteados en cada caso. Así, y en

relación a la renta de un soltero, el nuevo impuesto permite una renta doble en el caso

de una pareja y cuádruple en una unidad familiar compuesta por un matrimonio y

cuatro hijos cuando el nivel de ingresos se sitúa en el nivel del MPF. En otro apartado

de este trabajo compararemos tales ajustes con los utilizados habitualmente para
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adaptar los umbrales de pobreza en los trabajos empíricos y con los aplicados en

algunas prestaciones de nuestro sistema de protección social. Para niveles de renta

superiores al mínimo, las escalas resultan más bajas, como puede apreciarse en el

cuadro.

Tiene interés plantearse en qué medida los ajustes introducidos por el nuevo

esquema son más o menos generosos que en el impuesto anterior, especialmente si se

tiene en cuenta que la mejora en la valoración de las cargas familiares constituye uno

de los argumentos que se manejan a la hora de justificar la reforma fiscal.

La estimación de las escalas implícitas en el impuesto previo resulta más

compleja, dada la existencia de distintos mecanismos para adecuar el gravamen al tipo

de unidad familiar. En primer lugar, para lograr un concepto de base imponible

equiparable al del nuevo impuesto es preciso descontar de ésta el nivel de renta

gravado a tipo cero, que recoge las cuantías no sometidas a gravamen en la tributación

individual y en la conjunta. En segundo lugar, para calcular la escala correspondiente a

las parejas hemos de incluir en el análisis el ahorro generado por la aplicación de la

tarifa conjunta y obtener el nivel de renta con el cual un matrimonio soportaría, con el

régimen de tributación familiar, la misma cuota que un soltero al aplicar la tarifa

individual. Dado que la doble tarifa supone un ahorro adicional al del tramo a tipo cero

para las parejas, el “mínimo personal” conjunto implícito en el IRPF actual es creciente

con el nivel de ingresos, a diferencia de lo que ocurre en el nuevo esquema. En las

parejas con hijos, hemos obtenido igualmente, a partir de las correspondientes

deducciones en la cuota, los niveles de renta que generarían para cada tipo de unidad

familiar la misma tributación que en el caso de una persona soltera.

Los resultados de la anterior simulación aplicando las deducciones y tarifas

vigentes en 1998 están contenidos en el cuadro 2.3, para los mismos tramos de base

definidos anteriormente. La comparación de las escalas obtenidas en los dos supuestos

permite observar que el tratamiento dado a los matrimonios en tributación conjunta

respecto a los solteros es muy similar, aunque el MPF resulta algo más generoso con

las parejas sin hijos para los niveles de renta inferiores, mientras que la situación se

invierte a partir de una base imponible de 2,5 millones.
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Cuadro 2.3
Escalas de equivalencia implícitas en IRPF actual  por tramos de Base

Tramos
de Base

Soltero Pareja
sin hijos

Pareja
+ 1 hijo

Pareja
+ 2 hijos

Pareja
+ 3 hijos

Pareja
+ 4 hijos

BI=0
  Renta 467.000 901.000 1.026.000 1.201.000 1.451.000 1.701.000
  Escala 1,00 1,93 2,20 2,57 3,11 3,64
BI=1 M
  Renta 1.467.000 1.946.900 2.071.900 2.246.900 2.496.900 2.746.900
  Escalas 1,00 1,33 1,42 1,54 1,71 1,88
BI=2,5 M
  Renta 2.967.000 3.496.000 3.585.336 3.710.336 3.888.907 4.067.479
  Escalas 1,00 1,18 1,21 1,25 1,31 1,37
BI=5 M
  Renta 5.467.000 6.007.882 6.071.985 6.161.728 6.289.933 6.418.138
  Escalas 1,00 1,10 1,11 1,13 1,15 1,17
BI=7,5 M
  Renta 7.967.000 8.583.231 8.638.787 8.716.564 8.827.676 8.938.787
  Escala 1,00 1,08 1,08 1,09 1,11 1,12
BI= 10 M
  Renta 10.467.000 11.176.758 11.224.835 11.292.142 11.388.296 11.484.450
  Escalas 1,00 1,07 1,07 1,08 1,09 1,10
BI= 15 M
  Renta 15.467.000 16.203.632 16.248.275 16.310.775 16.400.061 16.489.346
  Escalas 1,00 1,05 1,05 1,05 1,06 1,07

Notas: En el cálculo de las deducciones por hijo hemos considerado hogares con hijos mayores de 3
años y que, por tanto, no pueden generar deducción por gastos de custodia. Fuente: Elaboración
propia a partir de la legislación del impuesto.

Por lo que se refiere a los hijos, el nuevo impuesto supone una valoración más

favorable para todos los niveles de renta, especialmente a partir del tercer menor,

como puede apreciarse en el Gráfico 2.1. Así por ejemplo, el actual IRPF grava igual a

un individuo con una renta de 3 millones que a un matrimonio con cuatro hijos y unos

ingresos un 37% superiores, mientras que con la aplicación del MPF el segundo tipo

de unidad familiar pagará los mismos impuestos que el soltero con una renta adicional

del 54%.
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Gráfico 2.1
Escalas de equivalencia implícitas en el IRPF de 1998 y

en el nuevo impuesto para algunos tramos de base imponible
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Una valoración completa del sistema de ajuste del gravamen a las distintas

circunstancias personales y familiares introducido por el nuevo impuesto debería

extender la comparación a otros tipos de unidad familiar, como las compuestas por

mayores de 65 años, las monoparentales, las que incluyen discapacitados o las que

tienen a su cargo ascendientes o hijos de edades diferentes a las consideradas,

situaciones en las cuales el MPF se modifica y que, en el impuesto anterior, generaban

también distintas cuantías adicionales de deducción el la cuota. Sin embargo el análisis

realizado es suficiente para concluir que, en los tipos de unidad familiar más

frecuentes, el nuevo esquema supone una mayor valoración de las cargas familiares

asociadas a la existencia de menores a cargo del contribuyente, así como un mejor

tratamiento de los matrimonios con una sola renta para los niveles inferiores de

ingresos.
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No entramos en el análisis de las ganancias relativas de los distintos tipos de

unidad familiar en términos de aumento de la renta disponible asociado a la rebaja de

tipos generalizada que supone la tarifa recientemente aprobada. Dado que, como

norma general, las desgravaciones en la base implican ahorros fiscales crecientes con el

nivel de ingresos en comparación con las establecidas en la cuota, es de suponer que

los aumentos de la renta disponible que implica el nuevo IRPF sean superiores para las

familias de mayor nivel de renta. Por otra parte, la comparación del MPF que fija la ley

con el implícito en el impuesto anterior (Cuadro 2.4) revela que la posición de los

matrimonios con una sola renta en relación a los solteros empeora a partir de un nivel

de ingresos relativamente bajo, al eliminarse la bonificación fiscal asociada a los tipos

más bajos de la tarifa conjunta, por lo que cabe esperar que las ventajas de la nueva

tributación resulten mayores para los solteros que para los casados en las rentas medias

y elevadas. En el caso de las parejas con hijos, el mínimo familiar sustituye a unas

deducciones en la cuota cuya equivalencia en base disminuía con el nivel de ingresos

(Cuadro 2.4), por lo que también en este caso es previsible que el efecto conjunto de la

nueva tarifa y el MPF sea más favorable para los tramos de mayor renta. Los

resultados obtenidos por otros investigadores apuntan, de hecho, en esta dirección12.

Cuadro 2.4
Aumentos del MPF y del MPF implícito en el impuesto

anterior respecto al aplicado en el caso de un soltero

∆∆ MPF
Tramos
de Base

MPF
Soltero

Pareja
sin hijos

Pareja
+ 1 hijo

Pareja
+ 2 hijos

Pareja
+ 3 hijos

Pareja
+ 4 hijos

IRPF 1999
550.000 550.000 225.000 225.000 325.000 325.000

IRPF 1998
B=0 467.000 434.000 125.000 175.000 250.000 250.000
B=1 M 467.000 479.000 125.000 175.000 250.00 250.000
B= 2,5 M 467.000 529.000   89.286 125.000 178.571 178.571
B= 5 M 467.000 540.000   64.103   89.744 128.205 128.205
B= 7,5 M 467.000 616.231   55.556   77.778 111.111 111.111
B= 10 M 467.000 709.758   48.077   67.308   96.154   96.154
B= 15 M 467.000 736.632   44.643   62.500   89.286   89.286

Fuente: Elaboración propia a partir de la legislación del impuesto.

                                                       
12 Véase Domínguez y López-Laborda (1998).
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Al margen de las implicaciones que la nueva figura del MPF vaya a tener en el

tratamiento de la familia en el nuevo impuesto, el mínimo personal y familiar presenta

un enorme interés por otras razones. En particular, supone una estimación “oficial” de

los niveles de renta requeridos para cubrir las necesidades de distintos tipos de hogares

en la España actual. Por ello, puede ser útil comparar este mínimo con los umbrales de

pobreza utilizados en los estudios disponibles y con las diversas prestaciones mínimas

que prevé nuestro sistema de protección social (pensiones mínimas, rentas

autonómicas de integración, prestaciones no contributivas, etc), con objeto de poder

evaluar cuál es el concepto de pobreza implícito en el nuevo impuesto y qué grado de

coherencia existe entre la definición de “necesidades” que realiza el MPF y las

coberturas garantizadas por nuestro sistema de protección social. Paralelamente, es

preciso analizar la relación que existe entre el ajuste del mínimo a los distintos tipos de

unidad familiar y los empleados en otros ámbitos, tanto dentro del sistema de

Seguridad Social como en los estudios sobre pobreza y distribución de la renta. Ambas

cuestiones son las que articulan el resto de este trabajo.
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3. El Mínimo Personal y Familiar: una valoración de su cuantía

La determinación de los niveles de renta requeridos para cubrir las necesidades

básicas plantea una serie de problemas complejos. La literatura sobre medición de la

pobreza ofrece una amplia variedad de enfoques aplicables, dependiendo del concepto

de pobreza que se maneje o de la confianza que se otorgue a los distintos indicadores a

la hora de evaluar el bienestar económico de los individuos y hogares (renta, gasto,

indicadores directos del nivel de vida, sentimientos subjetivos de privación, etc).

La idea de mínimo personal y familiar alude, de una forma muy general, al nivel

de recursos económicos que permite satisfacer una serie de necesidades mínimas. La

forma más estricta de entender estas necesidades mínimas está relacionada con los

niveles de consumo necesarios para garantizar la supervivencia física, y da lugar a

umbrales de pobreza absolutos (o “calóricos”) similares a los utilizados en los primeros

estudios sobre la pobreza realizados en los países ricos. En este tipo de umbrales, un

grupo de expertos elabora una cesta de bienes necesarios para cubrir las necesidades

en ámbitos como la alimentación, el vestido o la vivienda, cuyo coste se evalúa en

términos monetarios. Como es bien conocido, los niveles de pobreza, desde el punto

de vista de este enfoque absoluto, se han visto reducidos drásticamente en los países

desarrollados a lo largo del presente siglo.

Una segunda concepción del problema, más extendida en la actualidad en el

contexto europeo, define las necesidades en términos de los niveles mínimos de

consumo que se consideran indispensables para garantizar la integración social,

asumiendo explícitamente que tales niveles mínimos se incrementan conforme la

sociedad se enriquece. El enfoque relativo de la pobreza considera, por tanto, las

necesidades mínimas en función del concepto de exclusión social, más que de la

imposibilidad de supervivencia física. Naturalmente, esta noción da lugar a umbrales

más elevados y a unos índices de pobreza superiores, cuya evolución temporal está

vinculada no sólo a los cambios en el nivel de vida medio, sino también a la forma de la

distribución de la renta.
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Cualquier procedimiento para la determinación de un “mínimo vital” debería

partir de una reflexión sobre el tipo de necesidades cuya cobertura se pretende cubrir.

En este sentido, la Exposición de Motivos de la nueva ley del IRPF refleja una cierta

ambigüedad, al referirse de forma genérica a “la renta que puede utilizar el

contribuyente tras atender a sus necesidades y las de los sujetos que de él dependen”13.

En principio, esta definición deja al legislador un amplio margen para fijar mínimos de

carácter absoluto o relativo, o para recurrir a alguna solución intermedia, dada la falta

de concreción del término “necesidades” al que alude la ley. Más adelante trataremos

de determinar cuál es el concepto de pobreza que, a la luz de las cuantías fijadas,

parece tener en mente el legislador al regular la figura del MPF.

Sea cual sea el enfoque de las necesidades básicas que se asuma, la

determinación de las cuantías concretas del umbral plantea una serie de dificultades

específicas, que abarcan aspectos fundamentales como la definición del indicador de

recursos (¿es la renta monetaria disponible un buen indicador de la posición económica

o es preciso considerar otras variables, como la riqueza o los consumos no

monetarios?), la forma en que el umbral de pobreza varía cuando se modifica el

tamaño y composición del hogar, el período temporal que se considera para la fijación

del mínimo o los métodos de actualización de las cuantías.

Según el procedimiento concreto utilizado para la determinación del “mínimo

vital”, los umbrales utilizados en la práctica en la mayoría de los estudios

contemporáneos de pobreza pueden encuadrarse en alguno de los siguientes grupos:

a) Umbrales presupuestarios o “de expertos”: El umbral se construye a través

de una valoración monetaria del coste de satisfacer aquellas necesidades que un grupo

de expertos considera como básicas. La línea de pobreza oficial de Estados Unidos

representa en la actualidad el principal ejemplo a escala internacional de este tipo de

mínimo. Dicha línea comenzó a desarrollarse a mediados de los años sesenta en el

marco de la Guerra contra la Pobreza emprendida por el presidente Johnson. Para su

cálculo se siguió el procedimiento de Mollie Orshansky, que partía de la definición de

                                                       
13 Véase la Exposición de Motivos de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta
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varios presupuestos alimentarios básicos para hogares de distinto tamaño y

composición14. Dado que, según los cálculos de Orshansky, la alimentación

representaba una tercera parte del gasto total de una familia típica, el presupuesto

mínimo de alimentación se multiplicó por tres para obtener los distintos umbrales de

pobreza para cada tipo de hogar, según su tamaño, el número de menores de edad, el

sexo del sustentador principal y el lugar de residencia.

Con cambios metodológicos menores, éste ha sido el procedimiento seguido

durante varias décadas en EEUU para medir la pobreza, si bien el mínimo fijado a

partir de los estudios de Orshansky no ha estado exento de críticas, referidas tanto a

las cuantías utilizadas y su actualización como a la definición del indicador de ingresos

o los ajustes del umbral a las distintas circunstancias de los hogares. Una de las críticas

más frecuentes se dirige al propio concepto de pobreza absoluto implícito en el umbral,

ya que se argumenta que representa niveles de consumo cada vez más alejados de los

niveles medios estadounidenses, dada su actualización temporal según el IPC. En la

actualidad, este y otros aspectos del umbral están siendo objeto de intenso debate y

revisión, a raíz del encargo a principios de los años noventa de un amplio informe para

la reforma del método para la medición oficial de la pobreza15.

Tradicionalmente, los umbrales presupuestarios se han utilizado para

cuantificar el coste de satisfacer las necesidades mínimas entendidas de forma absoluta,

pero el procedimiento sería aplicable igualmente dentro de un enfoque relativo de la

pobreza, en cuyo caso sería preciso evaluar el coste de una cesta de consumo

representativa del mínimo socialmente aceptado. Algunos grupos de investigadores

han desarrollado en los últimos años algunas propuestas interesantes en este sentido16.

b) Umbrales legales: Los niveles de ingresos fijados en la política social para

poder acceder a determinadas prestaciones no contributivas ofrecen otro tipo de

                                                                                                                                                              
de las Personas Físicas.
14 Para un análisis detallado contemporáneo de los problemas de la fijación del umbral oficial de la
pobreza en Estados Unidos puede acudirse a Ruggles (1990) y Weinberg (1993)
15 Los principales resultados del informe se recogen en Citro y Michael (Eds), 1995.
16 Véase por ejemplo el trabajo de Bradshaw (1993), en el que estima una serie de presupuestos
“modestos pero adecuados” para diferentes tipos de hogar en el Reino Unido, evitando explícitamente
su identificación con un “mínimo de supervivencia”.
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baremos útiles para evaluar los porcentajes de población pobre. Buena parte de los

analistas de la política social y los problemas distributivos han utilizado frecuentemente

las prestaciones de rentas mínimas como alternativa a la estimación de umbrales de

pobreza. En algunos casos, como en el Reino Unido, tal procedimiento está justificado

por el carácter central de dicha prestación en el conjunto de la protección social. En el

caso de los sistemas de protección social más diversificados, como los de Francia,

Bélgica o España, su utilización puede partir de la ausencia de otras referencias

alternativas.

La desventaja evidente de los adoptar los umbrales de la política social como

mínimos para evaluar la pobreza es su ausencia de justificación científica y la

variabilidad de los mismos de acuerdo con las restricciones presupuestarias o las

preferencias políticas de los gobiernos. Asimismo, puede resultar difícil la

interpretación de las tendencias temporales de la pobreza así medida, dado que una

mayor generosidad de los límites de renta utilizados por la política social puede

implicar un engañoso aumento de la “población por debajo del mínimo”17.

c) Umbrales consensuales18: Se basan en una estimación del nivel de recursos

necesario para cubrir las necesidades que la propia sociedad define como mínimas, lo

que requiere un procedimiento previo de delimitación consensual de estas necesidades.

Ello se consigue en general a través de encuestas de opinión en las que los hogares

expresan su valoración acerca de “los bienes y actividades a los que toda persona

debería tener acceso en la sociedad actual” o, en otras variantes, indican la cantidad de

ingresos que un hogar como el propio necesitaría para escapar a la pobreza. La

construcción del umbral requiere la aplicación de diversas técnicas que permiten

“objetivar” las opiniones recogidas a través de las encuestas, para definir el nivel de

renta (o el conjunto de bienes en los enfoques basados en indicadores directos del nivel

de vida) que representan el estándar mínimo socialmente aceptado.

                                                       
17 Nótese que si se toma como referencia el nivel de renta mínima garantizada y el sistema de garantía
de ingresos funcionara a la perfección, la pobreza sería por definición inexistente. En este sentido, se
ha afirmado que este tipo de líneas sirven exclusivamente para medir la “pobreza combatida”, o de
forma más precisa, la pobreza que el sistema de protección social aspira a eliminar.
18 También conocidos generalmente como “subjetivos”.
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La construcción de umbrales consensuales supone, sin duda, la plasmación más

directa del intento de medir la pobreza en términos relativos. Tales líneas no se han

utilizado frecuentemente en la práctica, sin embargo, dada la dificultad que entraña el

análisis de las opiniones y expectativas de la sociedad. Por otra parte, los umbrales de

pobreza estimados según este método tienden a resultar comparativamente elevados y

a generar niveles de “renta mínima” poco consistentes con el sacrificio fiscal que los

contribuyentes estarían dispuestos a hacer para eliminar la pobreza.

d) Umbrales relativos puros: Muchas de las dificultades que plantea la

obtención de umbrales consensuales de pobreza se eliminan a través de la utilización de

umbrales relativos puros, ampliamente extendida en la práctica. Este tipo de mínimos

se determinan como un porcentaje -por lo general, el 50%- de los niveles de renta o

consumo medios o medianos existentes en un momento dado en el país o la región

tomada como ámbito espacial de referencia. Se entiende que el mínimo así fijado

supone una aproximación al concepto de pobreza relativa, al considerar pobres a

aquellos cuyos recursos o consumos se sitúan claramente por debajo de los que

caracterizan al hogar típico.

La principal ventaja de estas líneas radica en la facilidad de cálculo y su amplia

utilización en los estudios contemporáneos. El inconveniente más claro viene dado por

la arbitrariedad del porcentaje tomado como umbral y la variabilidad de las cifras de

pobreza resultantes ante cambios en apariencia “menores” de la metodología empleada

en las estimaciones (por ejemplo, la utilización de la media o la mediana, de los

ingresos o del consumo, o de unos ajustes más o menos generosos cuando aumenta el

tamaño del hogar). Dada la elevada densidad de población en los niveles de renta

próximos al umbral, un pequeño aumento o reducción del porcentaje empleado puede

significar una variación importante de las cifras de población por debajo del mínimo.

La anterior diversidad de procedimientos aplicables y las distintas opciones

metodológicas que resultan posibles dentro de cada enfoque explican la dificultad para

obtener un “mínimo social” consensuado que permita el análisis de las situaciones de
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pobreza e inseguridad económica19. Dentro del contexto de los países de la OCDE,

sólo EEUU cuenta con un umbral oficial que se emplea de forma general como

baremo para estudiar la evolución de la población pobre. En el ámbito europeo

contamos, sin embargo, con una aproximación que trasciende el ámbito nacional y que

tiene su origen en el criterio para definir la pobreza que estableció a finales de los años

ochenta la Comisión Europea20. Según este criterio, “se define como pobres a aquellas

personas, familias o grupos de personas cuyos recursos son tan limitados que les

excluyen del nivel de vida mínimo aceptable en los Estados Miembros donde viven”

(Comisión Europea, 1989). Tal definición, que responde claramente a una visión

relativa de la pobreza, sirvió como referencia en el desarrollo del Primer Programa de

Lucha contra la Pobreza de la UE y ha sido utilizada en los diversos informes

elaborados o financiados por la Comisión. La forma de hacer operativa la definición,

ante la falta de desarrollo de alternativas más depuradas, ha consistido en la

elaboración de umbrales relativos puros definidos en función del 50% de la renta

disponible por adulto equivalente en cada país.

De lo anterior se deduce que no existe un único umbral socialmente

consensuado con el que podamos cotejar las cantidades fijadas por el mínimo personal

y familiar del nuevo IRPF. Sin embargo, creemos especialmente útil su comparación en

dos ámbitos específicos, como son las prestaciones de mantenimiento de rentas en el

sistema español y las líneas relativas habitualmente utilizadas en el análisis empírico de

la pobreza. Dado el carácter del MPF establecido en la reforma del impuesto,  parece

lógico suponer que su nivel debe articularse teniendo en cuenta los mínimos fijados en

las principales prestaciones sociales que presentan un carácter de garantía de ingresos.

Paralelamente, el umbral del 50% de la renta media es el más frecuentemente utilizado

para medir la pobreza, tanto en el contexto europeo como en el caso español.

3.1. El Mínimo Personal y Familiar en relación con otros mínimos de la política

social

                                                       
19 No entramos aquí en las dificultades concretas que plantea cada enfoque. Conviene resaltar que los
problemas no son menores en el caso de la estimación de mínimos vitales absolutos, dada la dificultar
de determinar de forma objetiva el nivel de renta necesario para satisfacer las necesidades básicas de
que garantizan la supervivencia.
20 En Atkinson (1993) se analizan con detalle los problemas para definir un mínimo oficial en los
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En la fijación de las prestaciones sociales intervienen distintos factores, como el

deseo de evitar determinados desincentivos económicos –sobre el trabajo y el ahorro

principalmente –o la sostenibilidad del coste de los programas, que no se tienen por lo

general en cuenta cuando se establecen umbrales de pobreza en el análisis científico.

Por ello, las cuantías de tales prestaciones pueden no adecuarse siempre a las que

serían necesarias para alcanzar los niveles de recursos imprescindibles para cubrir las

necesidades básicas, especialmente cuando éstas se definen de forma relativa.

Examinaremos en primer lugar con mayor detalle algunas de las dificultades

específicas que plantea la determinación de mínimos en el ámbito de la política social,

para repasar luego los procedimientos que se siguen en los países de nuestro entorno

para la fijación de las cuantías concretas. Posteriormente, se analizarán en particular las

relaciones entre el mínimo personal y familiar del nuevo IRPF y el nivel de las diversas

prestaciones pertenecientes al sistema nacional de mantenimiento de rentas en el caso

español.

a) Dificultades para la determinación de los mínimos en las políticas sociales

Los factores que influyen en la determinación de los mínimos sociales en los

países de la UE son múltiples. Reflejo de ello son las notables diferencias que se

observan en los baremos ofrecidos cuando se comparan en unidades homogéneas21. La

determinación de las cuantías de las rentas mínimas en cada país viene condicionada

por un conjunto amplio de elementos diversos, de manera que los baremos resultantes,

como señala Atkinson (1991), son auténticas “preferencias reveladas” del equilibrio

alcanzado entre los diversos objetivos públicos. La Comisión Europa apuntaba en

1995 que los deseos de asegurar un nivel mínimo de medios de existencia o de

capacitar a los individuos u hogares para el mantenimiento de un nivel de vida digno en

su medio social son objetivos que, aunque aparecen claramente en las regulaciones de

los distintos programas sociales, pueden ocupar un papel secundario ante la compleja

gama de restricciones existentes. El papel que tiene cada mínimo social, ya sea

                                                                                                                                                              
diversos países de la Unión Europea.
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específico o general, en el conjunto de la protección social, la noción del tipo de

necesidad -moderada o extrema- que se pretende cubrir, la restricción presupuestaria

que limita el gasto en los programas o los posibles efectos desincentivadores sobre la

participación laboral son sólo algunos de los factores que influyen en el nivel final de

las prestaciones. No es fácil establecer, por tanto, la jerarquía de los distintos objetivos

o discernir a partir de los baremos finales el equilibrio alcanzado entre ellos.

En el Gráfico 3.1, resultado de adaptar al problema de la determinación de los

mínimos una propuesta de Atkinson (1995), aparecen representadas de manera

esquemática algunas de las posibles tensiones entre el objetivo de aseguramiento de un

nivel mínimo de renta y las restricciones que pueden inclinar la cuantía final por debajo

de ese nivel. Concretamente, dos son las restricciones escogidas como ejemplos: por

un lado, la que surge del gravamen adicional sobre las rentas del trabajo de los no

beneficiarios, necesario para que el mínimo alcance el nivel definido como objetivo –

como podría ser, por ejemplo, el 50% de la renta media nacional antes definido- y, por

otro, la necesidad, planteada en muchos programas sociales, de conceder prestaciones

por debajo del umbral de pobreza para preservar la estructura de incentivos laborales.

En lo que se refiere a la primera restricción -recuadro a- el gráfico representa

cómo la carga fiscal a la que hacen frente los trabajadores -ya sea a través del

gravamen directo sobre las rentas del trabajo o las cotizaciones sociales que corren por

su cuenta- puede tener un límite que implique cuantías inferiores al umbral definido

como deseable. Se trata, lógicamente, de una representación simplificada de la

realidad, al considerar sólo una parte de las fuentes posibles de financiación de las

prestaciones (cotizaciones e impuestos sobre los rendimientos del trabajo), dejando

fuera del análisis, por tanto, la imposición indirecta o el gravamen de las rentas del

capital como vías alternativas para garantizar la viabilidad financiera de los programas.

                                                                                                                                                              
21 Ver Ayala (1999).
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GRÁFICO 3.1
EL CONFLICTO ENTRE OBJETIVOS Y RESTRICCIONES

EN LA DETERMINACION DE LOS MÍNIMOS SOCIALES

a. Restricción financiera

b. Restricción ligada a los incentivos laborales

Siendo M la posible cuantía del mínimo social, M* el nivel adoptado como

objetivo deseable y M1 la cuantía final, es posible apreciar -dada la pendiente negativa

de las remuneraciones netas del trabajo- que el Gobierno juega con distintas

posibilidades en la fijación del gravamen necesario para financiar la prestación. Cuanto

menores sean las aportaciones del trabajador medio para la financiación del mínimo
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social -cuantías más cercanas al punto H- más reducido es el baremo resultante. A

medida que se regula un volumen mayor de aportaciones -aumentando la detracción de

rentas en una cantidad equivalente a IJ, por ejemplo- más probabilidades existirán de

que el nivel final de la prestación se acerque al mínimo deseable22.

Existe, por tanto, un primer intercambio entre los objetivos de cobertura de las

prestaciones –cuantías/mínimo deseable– y la restricción financiera que gravita sobre

los sistemas, financiados fundamentalmente a través de las cotizaciones sociales o los

impuestos personales sobre los rendimientos del trabajo. Aunque la mayoría de los

programas sociales responden a la naturaleza de derecho subjetivo, lo que reduce, por

tanto, su posible discrecionalidad, la realidad es que esta restricción ha condicionado

en los últimos años su desarrollo.

Una segunda restricción que puede afectar claramente a las cuantías es el

equilibrio establecido entre los objetivos de cobertura de las necesidades sociales y el

deseo de evitar los desincentivos en la incorporación al mercado de trabajo. En un

número importante de programas reaparece explícitamente un principio clásico: debe

existir una cierta distancia entre la asignación monetaria destinada a la población con

recursos económicos insuficientes y el nivel medio de ingresos de los trabajadores con

remuneraciones más bajas.

Esta nueva restricción aparece representada, también de modo esquemático, en

el recuadro b del Gráfico 3.1. El problema ya no es, como en el caso anterior, cómo

afecta el mínimo a los salarios medios a través de la carga impositiva adicional. La

atención la centra ahora el comportamiento del segmento de trabajadores con

remuneraciones más bajas. En cada programa, implícita o explícitamente, se establece

una diferencia mínima entre los salarios más bajos y las cuantías de la prestación que

preserva la estructura de incentivos. El hipotético intercambio o tradeoff se

establecería ahora entre la posible cobertura que ofrece la prestación y la tasa de

participación laboral. Cuanto mayor sea el distanciamiento, menor será la cuantía final

del mínimo social.

                                                       
22M2 < M1< M*, exigiendo progresivamente una aportación mayor de los trabajadores para alcanzar la
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Los procedimientos de determinación de los baremos de los mínimos sociales

en la Unión Europea consideran directamente esta cuestión, relacionándolos con los

salarios medios o el salario mínimo, ya sea en forma de porcentaje para establecer las

cuantías iniciales o posteriormente al actualizar la prestación.

b) La determinación de los mínimos sociales en la Unión Europea

Los comentarios anteriores encuentran su reflejo real en la pluralidad

observable en los métodos de determinación de los mínimos sociales23 en los países de

la Unión Europea. No existe un único criterio que sirva para generalizar una fórmula

de fijación de las cuantías –en cada país el conflicto entre objetivos adquiere un perfil

particular– ni tampoco un mismo procedimiento de actualización de los baremos con el

paso del tiempo.

Aun así, la evidencia disponible sobre las fórmulas empleadas en cada Estado

Miembro permite hablar de algunos modelos con identidad propia (Cuadro 3.1). En un

primer grupo de países, la cuantía se deriva de las correspondientes a otras

prestaciones categóricas y, más concretamente, de algunas de las principales figuras

del sistema de pensiones. Tal es el caso de Bélgica, Luxemburgo, Portugal, Finlandia

y, en cierta medida, de Italia y España. Existe, sin embargo, cierta heterogeneidad en la

prestación de jubilación escogida en cada caso. Mientras que algunos países optan por

la pensión contributiva media –el mínimo social se fija como un porcentaje de ésta–,

otros se guían por las pensiones no contributivas, ya sea el mínimo asistencial

específico de vejez o la pensión mínima que añade un complemento a las pensiones

contributivas con cuantías más bajas.

                                                                                                                                                              
recaudación necesaria que permita elevar las rentas de los beneficiarios hasta el mínimo deseable.
23 Con el término de “mínimos sociales” nos referimos a los programas de rentas mínimas
garantizadas, también conocidos generalmente como “salarios sociales”.
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Cuadro 3.1
Procedimientos de determinación del mínimo social en la UE

País Método de fijación de las cuantías Método de actualización

Bélgica Se vincula al ingreso garantizado específico
de los mayores de 65 años

Incremento automático del 2%
cuando el IPC crece un 2%
respecto a la fecha inicial

Dinamarca 80% del subsidio desempleo si se tienen hijos
a cargo. 50% para las personas sin
responsabilidades familiares

Ajuste anual de acuerdo a un
porcentaje fijo de todas las
prestaciones sociales

Alemania Se calcula a partir de estadísticas sobre los
gastos de los grupos de menor renta

Ajuste semestral según la
variación del coste real de la vida

Grecia No existe mínimo social No existe mínimo social

España No existe un mínimo social nacional. Cada
CCAA tiene su propio criterio, destacando la
relación con el salario mínimo o la cuantía de
las pensiones no contributivas

Ajuste anual sólo en algunas
CCAA en relación al IPC

Francia El Gobierno fija la cuantía por decreto Ajuste semestral de acuerdo a la
evolución del IPC

Irlanda El Gobierno fija la cuantía por decreto Ajuste anual de acuerdo a la
evolución del IPC

Italia Varía en cada región. La norma más
frecuente es tomar como referencia un
porcentaje de la pensión nacional

En los municipios que vinculan
el mínimo a la pensión la cuantía
se ajusta de acuerdo al IPC

Luxemburgo Se calcula tomando como referencia la
pensión mínima

Incremento automático cuando el
IPC crece un 2,5% respecto a la
fecha inicial

Holanda Se calcula como porcentaje del salario
mínimo neto

Ajuste semestral de acuerdo a la
evolución media de los salarios
en convenio

Austria Se estima el coste de cobertura de las
necesidades básicas

Ajuste anual de acuerdo al
aumento de las pensiones

Portugal Equivalente a la pensión no contributiva Ajuste anual de acuerdo a la
evolución del IPC

Finlandia 80% de la pensión media nacional Ajuste anual de acuerdo al
aumento de las pensiones

Suecia El Gobierno fija la cuantía por decreto Ajuste anual de acuerdo a la
evolución del IPC

Reino Unido El Gobierno fija la cuantía por decreto Ajuste anual de acuerdo a la
evolución del IPC

 Fuente: Comisión Europea (1997): Social Protection in the Member States of the European
Union. Luxemburgo, Oficina de las Comunidades Europeas.



31

Un segundo modelo se caracteriza por la vinculación de las prestaciones con

las remuneraciones medias del trabajo o el salario mínimo. Aunque no son abundantes

los Estados Miembros que gozan de este sistema de fijación del mínimo social, en

países como Holanda o algunas Comunidades Autónomas españolas, las cuantías se

fijan como porcentajes del salario mínimo establecido. El hecho, sin embargo, de

relacionar las prestaciones con el salario mínimo, puede responder a objetivos

antagónicos. En algunas regiones españolas, por ejemplo, el vínculo se establece para

forzar el distanciamiento entre el mínimo y el salario medio. Se trataría de un ejemplo

patente de la segunda de las restricciones apuntadas anteriormente. El objetivo de

garantizar un nivel suficiente de recursos económicos se subordina al de preservar la

estructura de incentivos del mercado de trabajo. En el caso holandés, por el contrario,

la elección del salario mínimo como variable de referencia obedece al deseo de

mantener el mínimo social en niveles cercanos a los salarios medios. Primaría en este

caso el objetivo distributivo o la voluntad de acercamiento de las prestaciones a las

remuneraciones laborales. Este rasgo singular ha hecho que a menudo se califique al

modelo holandés como de “protección ampliada” frente a los de “protección

restringida”, que ponen el énfasis en el mantenimiento de las prestaciones muy por

debajo de los salarios.

El rasgo distintivo del tercer modelo consiste en la utilización de algún

procedimiento específico para el cálculo de la prestación, siendo las cuantías

resultantes independientes del comportamiento y la magnitud de las variables

consideradas en los dos modelos anteriores. Se trataría de métodos de estimación del

mínimo que se aproximan más a la idea del nivel de ingresos suficientes para cubrir las

necesidades básicas. Alemania y Austria se incluyen en este reducido grupo de países,

al emplear como fórmula para definir el mínimo social la estimación de las pautas de

consumo de los colectivos con menor nivel de ingresos. Una vez identificadas las

principales necesidades se estima el coste que supone su cobertura, fijándose a partir

de ese valor los baremos del mínimo social.
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Frente a la diversidad de modelos para la determinación de las cuantías, existe

una mayor uniformidad en los métodos de actualización del mínimo. En este caso, las

diferencias se encuentran más en la secuencia temporal del ajuste de las cuantías que en

el criterio utilizado para modificar los baremos. En la mayoría de los países el criterio

generalizado es ajustar las cuantías de acuerdo a la evolución del índice de precios al

consumo. Mientras que en algunos sistemas el ajuste es anual, modificándose los

niveles del mínimo a la misma tasa que lo han hecho los precios, en otros se opta por

un ajuste semestral. Bélgica y Luxemburgo presentan la peculiaridad de establecer un

techo de inflación para el ajuste de las prestaciones. Cuando los precios alcanzan una

tasa fijada de antemano, las cuantías se elevan de modo automático en la misma

proporción.

Uno de los problemas de utilizar con carácter general los cambios en el nivel de

precios como criterio para incrementar el mínimo social radica en el inevitable

alejamiento de la renta media que se puede producir en períodos de prolongado

aumento de ésta. Mientras que la indiciación preserva la “posición absoluta” o

capacidad adquisitiva de los beneficiarios, resulta, sin embargo, insuficiente para

garantizar un efecto similar en su “situación relativa” o proximidad/alejamiento de las

rentas del resto de ciudadanos. En tales condiciones, ceteris paribus, tenderán a

consolidarse los aumentos de la desigualdad en la distribución de la renta. Algunos

países han intentado evitar este problema tomando como referencia otras variables

distintas para actualizar los baremos del mínimo social. Holanda es de nuevo el

ejemplo más representativo, destacándose por utilizar los cambios de los salarios

pactados en convenio como criterio para modificar las cuantías.

c) El Mínimo Personal y Familiar y el sistema español de mantenimiento de

rentas

Una de las cuestiones más relevantes a la hora de evaluar las cuantías del MPF

es su grado de articulación con las principales prestaciones del sistema de

mantenimiento de rentas. Un excesivo distanciamiento –tanto por exceso como por

defecto– entre el mínimo y los diversos beneficios públicos puede producir importantes

distorsiones en el funcionamiento de las diversas políticas públicas y es, a la vez, signo
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de posibles problemas de incoherencia en su definición. Si el criterio para fijar el

mínimo personal y familiar ha sido definir aquel volumen de recursos económicos

compatible con el mantenimiento de un nivel de vida suficiente –cobertura de aquellas

necesidades consideradas básicas–, el hecho de que algunas prestaciones sociales

presenten unas cuantías inferiores a dicha cantidad invita a pensar que se están

asignando prestaciones inadecuadas para superar el problema de la insuficiencia de

ingresos.

Para analizar el grado de coherencia del mínimo personal y familiar con las

prestaciones pertenecientes al sistema español de mantenimiento de rentas resulta

conveniente agrupar estas últimas en torno a lo que vendrían a ser las tres principales

líneas de definición de mínimos de las políticas sociales en España. Por un lado estarían

las prestaciones mínimas y no contributivas de jubilación y vejez. Por otro, aquellas

vinculadas a los sucesos de enfermedad crónica e invalidez. A diferencia de los dos

anteriores, distinguibles por su carácter categórico, un tercer grupo estaría compuesto

por los mínimos sociales generales, que en el caso español se concretan en los

programas regionales de rentas mínimas. 

De estos tres bloques, es el primero el que presenta unas cuantías relativas más

altas si se compara con el mínimo personal y familiar correspondiente (Gráfico 3.2).

Dado que buena parte de estas prestaciones se fijan con criterios distintos según se

tenga o no cónyuge y que el MPF es más alto para los contribuyentes mayores de 65

años que para aquellos con edades inferiores, es preciso realizar ajustes distintos a los

de la comparación anterior. De su aplicación se desprende que existen algunas

diferencias importantes en las prestaciones específicas destinadas a los mayores de 65

años o al pago de jubilaciones anticipadas, que exigen un ajuste más fino en un doble

sentido: por un lado, desde la propia lógica interna del sistema general de

mantenimiento de rentas se descubren problemas de falta de integración de los diversos

subsistemas, mientras que desde la perspectiva de la idea del mínimo necesario para

satisfacer las principales necesidades económicas se percibe también un problema

generalizado de insuficiencia de las cuantías en buena parte de estas prestaciones.
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Gráfico 3.2

Relaciones entre las prestaciones 

de jubilación o vejez y el MPF
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Nota: cc= con cónyuge a cargo. Fuente: Elaboración propia a partir de Proyecto de
Presupuestos de la Seguridad Social 1999, Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

Tales afirmaciones se justifican al observar que las cuantías del MPF están en

general muy por encima de estas prestaciones. Sólo las pensiones mínimas de

jubilación, muy superiores a las pensiones no contributivas, resultan mayores que el

mínimo personal y familiar respectivo y, además, únicamente en el caso de los

beneficiarios sin cónyuge. Este efecto se debe a la escasa cuantía del complemento por

cónyuge a cargo, en comparación con la elevada ponderación del mismo en el MPF.

En el resto de prestaciones de vejez los beneficios son sensiblemente inferiores

a los definidos por el mínimo personal y familiar. Especialmente destacado es el caso

de las prestaciones no contributivas de vejez. Si a este dato se añade el paulatino

aumento de beneficiarios de estos programas, derivado, entre otros procesos, de las

dificultades para que un colectivo creciente de los mayores de 65 años alcance los

períodos de cotización necesarios, resulta obligado plantear la necesidad de reformar
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en un horizonte no excesivamente lejano el proceso de determinación de las cuantías

de estas prestaciones.

A una conclusión similar se llega cuando se comparan las relaciones entre las

pensiones mínimas de enfermedad e invalidez y los MPF correspondientes (Gráfico

3.3). La normativa del IRPF considera de forma diferenciada las necesidades de los

afectados por algún tipo de discapacidad, estableciendo cuantías superiores cuanto más

acusada sea ésta24. Teniendo en cuenta estos ajustes es posible observar de nuevo el

mismo problema de los titulares con cónyuges que se producía en las pensiones

mínimas de jubilación, debido a las diferencias en la valoración del cónyuge en ambos

esquemas.

Gráfico 3.3
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Social 1999, Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

                                                       
24 Las cuantías del mínimo vital aumentan un 55% cuando el contribuyente tiene un grado de
minusvalía comprendido entre el 33 y el 65% y un 109% cuando ésta supera el 65%.
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 Sólo en el caso de las prestaciones mínimas de gran invalidez, que

prácticamente equivalen al mínimo personal y familiar, existe un acercamiento de las

cuantías relativas. A medida que desciende el grado de minusvalía, y con ello las

cuantías, el mínimo personal y familiar se separa con más holgura de la prestación

correspondiente. En el caso de la pensión mínima por invalidez provisional para

titulares con cónyuge, el mínimo personal y familiar más que duplica dicha prestación.

No existe en España, como se señaló, un mínimo social o renta mínima general

similar en sus características y cobertura al de otros países de la Unión Europea. De

hecho, la determinación, por vez primera, en el MPF del nivel de recursos económicos

necesarios para cubrir las necesidades y que, por tanto, no deben ser gravados abre la

puerta a la reflexión sobre la posible instrumentación de una renta mínima que tomara

como referencia los mismos criterios que han servido para definir aquél.

Desde finales de la década de los ochenta se ha ido creando, sin embargo, un

sistema territorial de rentas mínimas, dependiente de los recursos financieros propios

de cada región, que constituye una experiencia en cierto modo alternativa y que puede

tomarse como referencia en la comparación con las cuantías establecidas en el MPF.

Una hipótesis a contrastar es, sin duda, en qué medida la ausencia de mecanismos de

coordinación y la falta de compromiso del Gobierno Central en la puesta en marcha de

un sistema nacional puede haber dado lugar a una importante restricción financiera,

con elevada probabilidad de traducirse –como se señaló anteriormente– en rentas

mínimas muy por debajo de lo que podría considerarse como nivel suficiente de

ingresos.

En el Gráfico 3.4 se ofrece el resultado de comparar el mínimo personal y

familiar con el promedio de las rentas mínimas autonómicas correspondiente a hogares

con tamaños y características distintas. Las dificultades para contar con series

actualizadas de estas prestaciones, dada su dispersión territorial, hace que los últimos

datos disponibles correspondan a 1996.25 Para calcular el MPF consideramos el

                                                       
25 Para ajustar las cuantías del mínimo personal y familiar se ha utilizado la serie del IPC. Tal
procedimiento nos ha parecido la mejor opción posible, aunque no es la única. Si el mínimo personal
y familiar se fija teniendo en cuenta los niveles de renta o gasto en un momento dado, podría pensarse
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supuesto de que los hijos tienen edades comprendidas entre tres y dieciséis años, dada

la variación del mínimo familiar en función de las edades de los descendientes. Esta

vinculación entre los complementos y las edades de los hijos no se da en todas las

Comunidades Autónomas. En la mayoría de los casos, la escala de equivalencia

definida considera únicamente el tamaño de la unidad beneficiaria, con el supuesto

implícito, por tanto, de la igualdad de necesidades de cada miembro

independientemente de su edad.

Gráfico 3.4
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Fuente: Elaboración propia a partir de Encuesta a las Comunidades Autónomas.

Los resultados del ejercicio de comparación de las cuantías son probablemente

los más llamativos del conjunto de prestaciones sociales. Las rentas mínimas

autonómicas se sitúan sistemáticamente por debajo del mínimo personal y familiar

correspondiente. La insuficiencia de estas prestaciones crece, además, además de

                                                                                                                                                              
que para su actualización no debería tenerse en cuenta sólo el encarecimiento del coste de la vida, sino
también el ritmo de evolución seguido por la renta o el gasto medio.
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forma marcada a medida que aumenta el tamaño de la unidad familiar. El hecho de que

la mayoría de las Comunidades Autónomas hayan optado por escalas de equivalencia

muy restrictivas hace que en el caso concreto de las familias numerosas el mínimo

personal y familiar casi triplique la renta mínima media.

La holgura con la que el MPF supera a las rentas mínimas entra en conflicto

con la idea de estas prestaciones como garantía de ingresos mínimos. Como antes se

apuntó, la relación observada debe conducir a una reflexión sobre cuál es la

articulación óptima de los procesos de descentralización territorial de las prestaciones

sociales. El problema es ya no sólo la posible generalización de procesos de inequidad

horizontal –diferencias muy significativas en las cuantías establecidas en cada

Comunidad Autónoma–, sino también el grado en que la falta de fórmulas de

financiación coordinadas desde el Gobierno Central conduce a cuantías muy por

debajo de las que éste estima como el mínimo necesario.

3.2. El Mínimo Personal y Familiar y la pobreza relativa

El principal problema que suscita la comparación del MPF con los umbrales

relativos empleados habitualmente en el análisis de la pobreza es la escasez de datos

actualizados sobre las rentas de los hogares y su reparto, junto con los problemas de

subestimación que acompañan a la encuestas de las que se extraen los datos. La fuente

de información más utilizada es la Encuesta de Presupuestos Familiares, destinada

principalmente a conocer las pautas de consumo de los hogares y realizadas con

periodicidad irregular desde principios de los años 60. En 1985 se puso en marcha la

Encuesta Continua de Presupuestos Familiares, una versión trimestral y reducida de la

EPF cuyo principal objetivo es obtener información coyuntural sobre el consumo.

Desde mediados de 1997, la muestra utilizada las encuesta continuas se reforzó de

manera importante, pasando de 3.200 a 8.000 hogares26. con el consiguiente aumento

de representatividad regional y una mayor comparabilidad con las EPFs previas.

                                                       
26 La mitad de los cuales colaboran durante una semana cada trimestre.
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La segunda fuente, disponible desde fechas más recientes, es el Panel de

Hogares de la Unión Europea (PHOGUE), encuesta iniciada por el INE en 1994, en el

marco de una iniciativa de Eurostat para lanzar una base de datos de panel centrada en

el análisis de los ingresos y condiciones de vida de la población de la U.E. Hasta el

momento se han publicado los datos correspondientes a la primera fase de la encuesta,

con información sobre las rentas del año 1993. A diferencia de las encuestas de

presupuestos, el PHOGUE no contiene información sobre los datos de consumo de los

hogares.

Hemos recurrido a ambas fuentes para realizar la comparación entre el MPF y

los umbrales relativos de pobreza, si bien el análisis basado en microdatos se restringe

al Panel de Hogares. La primera nos permite comparar el MPF con los datos de

consumo más actualizados de los que se dispone, referidos a 1998. Elegimos esta

viariable en lugar de la renta debido a la mayor fiabilidad del gasto en esta encuesta y a

la existencia de información más detallada en las publicaciones de resultados del INE.

La segunda fuente proporciona, en cambio, una rica información sobre los ingresos

obtenidos por algo más de 7.000 hogares en 1993, lo que posibilita una comparación

en términos de renta mucho más detallada y una estimación del porcentaje de

población con ingresos inferiores al MPF que podemos comparar con el índice de

pobreza relativa obtenido para ese año con la misma fuente.

a) Relación entre el MPF y el umbral relativo de pobreza: una estimación

basada en datos de consumo

La relación que guardan las cuantías del MPF con los umbrales relativos de

pobreza habitualmente empleados en los estudios empíricos puede analizarse

recurriendo a la información sobre el consumo extraída de las ECPFs de 1998.

La comparación requiere algunos ajustes previos de los datos. En primer lugar,

es preciso expresar el MPF en precios de 1998, para lo cual hemos utilizado la

previsión de inflación para el próximo año (1,8%). En segundo lugar, tenemos que

ajustar el umbral de pobreza relativo definido por el 50% de la media a los diferentes

tipos de hogar, empleando alguna escala de equivalencia. Hemos aplicado la escala de
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la OCDE, que supone incrementos del 70% por cada adulto adicional y del 50% por

cada menor de 16 años27.  Esta escala es una de las más frecuentemente utilizada en los

estudios publicados en nuestro país. Por último, hemos considerado la posibilidad de

que exista un determinado nivel de subestimación en los datos de gasto estimados en

las encuestas. Aunque el problema no presenta la importancia que tiene en el caso de

los ingresos, el estudio realizado por Sanz (1996) con la EPF 1990/91 permite concluir

que el gasto derivado de la encuesta supone un 81,4% del que se desprende de la

Contabilidad Nacional. Por tanto, realizamos la comparación tanto con los datos

originales como incluyendo una factor corrector que permite aproximar el gasto al

nivel agregado de la correspondiente macromagnitud.

Cuadro 3.2
Comparación del MPF con los umbrales relativos en algunos tipos de hogar

MPF
Datos

originales
Con corrección

de la subestimación
Tipo de hogar (Ptas de 1998) Ptas MPF/U50 Ptas MPF/U50
Adulto solo    540.275   579.673 0,93    712.186 0,76
Pareja de adultos 1.080.550   985.444 1,10 1.210.716 0,89
Pareja + 1 hijo 1.301.572 1.275.281 1,02 1.566.809 0,83
Pareja + 2 hijos 1.522.593 1.565.117 0,97 1.922.902 0,79
Pareja + 3 hijos 1.841.847 1.854.954 0,99 2.278.995 0,81
Pareja + 4 hijos 2.161.100 2.144.790 1,01 2.635.088 0,82

Notas: Para el cálculo del MPF, consideramos adultos menores de 65 años sin ninguna discapacidad e
hijos entre 3 y 16 años. Los umbrales relativos (U50) representan la mitad del gasto medio
equivalente, aplicando la escala de la OCDE. Fuente: Elaboración propia con datos de la ECPF, 2º
Trimestre 1998.

La comparación (Cuadro 3.2) pone de manifiesto que las cuantías del MPF se

hallan muy cercanas a los niveles de consumo empleados en el análisis relativos de la

pobreza tal como se desprenden de los datos de la ECPF, si bien la relación varía

ligeramente según el tipo de hogar. El MPF resulta especialmente generoso con las

parejas sin hijos, para las cuales supera al correspondiente umbral en un 10%. Cuando

                                                       
27 Obtenemos el gasto medio equivalente según la escala de la OCDE aplicando al gasto medio per
cápita que ofrece el INE la relación entre ambos conceptos que se desprende de otras encuestas para
las que disponemos de microdatos, dado el carácter aproximadamente constante de esta relación en
períodos en los cuales no varía de forma importante la estructura familiar de la población. Las
cuantías para los hogares no unipersonales se han obtenido incrementando las cuantías del umbral
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corregimos los datos de gasto declarado para tener en cuenta la posible subestimación,

el MPF se sitúa aproximadamente un 20% por debajo de la línea de pobreza relativa,

con coberturas que varían entre el 76% para los adultos solos y el 89% en el caso de

las parejas.

La notable cercanía entre el MPF y los niveles de consumo que habitualmente

se tienen en cuenta para medir la pobreza relativa pone de manifiesto que el concepto

de “necesidades” citado en el texto de la Ley al regular estos mínimos resulta más

amplio y generoso que el de necesidades básicas absolutas utilizado en otros campos.

Volveremos más adelante sobre este aspecto.

b) Relación entre el MPF y el umbral relativo de pobreza según los datos de

renta del PHOGUE

La segunda fuente disponible para efectuar la comparación entre las cuantías

del MPF y los umbrales relativos de pobreza es el PHOGUE, que presenta la ventaja de

permitir un análisis más detallado basado en los microdatos de renta de las familias, si

bien la información corresponde a una fecha más alejada en el tiempo.

Hemos tomado como base los ingresos brutos anuales de los hogares en

199328. La conversión de las cantidades fijadas para el MPF en valores comparables

con las rentas del año 1993 plantea algunas dificultades, dada la ausencia de

información en la ley del IRPF sobre el procedimiento a seguir en la actualización

anual de las cuantías. Así pues, hemos optado por mantener el valor real del MPF

estipulado para 1999, deflactando las cantidades según la variación del IPC entre el

primer año de aplicación del nuevo impuesto y el año de la encuesta29.

                                                                                                                                                              
según el sistema de ponderaciones de la escala.
28 El PHOGUE ofrece datos de renta antes y después de retenciones y cotizaciones a la Seguridad
Social. Hemos de mencionar el hecho de que la escasa diferencia entre ambas magnitudes en la
mayoría de los hogares arroja algunas dudas sobre el procedimiento utilizado para recoger esta
información. En términos agregados, la renta neta recogida por la encuesta supone aproximadamente
un 97% de la renta bruta.
29 Para el último año hemos tomado la inflación prevista (1,8%) . La inflación acumulada entre 1993
y 1999 se sitúa, de este modo, en el 19,9%, lo que supone aplicar a las cuantías previstas para 1999 un
multiplicador de 0,834 para obtener valores de 1993.
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A la hora de comparar los niveles del MPF con los umbrales relativos que se

derivan de los datos de la encuesta es preciso tener en cuenta la previsible

subestimación de las rentas declaradas por los entrevistados, en general mayor que en

el caso de los datos de gasto. Aunque la infradeclaración de los ingresos en las

encuestas directas a la población es un problema bien conocido, no resulta sencillo

evaluar su magnitud exacta, dado que ello requiere un complejo proceso de

homogeneización de las definiciones empleadas en los microdatos con las aplicadas en

la Contabilidad Nacional. En el caso de la EPF 1990/91, el estudio de Sanz (1996)

permite concluir que la renta declarada en la encuesta representa aproximadamente un

72% de la renta  reflejada por la CN para el mismo período. Por desgracia, no se

dispone todavía de una comparación similar sobre la fiabilidad de los ingresos

registrados por la nueva encuesta del INE, aunque es previsible que los diferentes

objetivos de la misma (conocer las rentas y el nivel de vida, más que las pautas de

consumo de los hogares) y la recogida más cuidadosa de los datos sobre ingresos

permitan reducir el porcentaje de subestimación respecto al observado en las EPFs.

El Cuadro 3.3 ofrece una comparación del MPF de algunos tipos de unidad

familiar con los correspondientes umbrales relativos, tanto con los datos originales

como asumiendo distintos porcentajes de infradeclaración de los ingresos (en particular

(15%, 23% y 30%, que suponen respectivamente los porcentajes mínimo, medio y

máximo de subestimación que consideramos razonables) 30. Los umbrales relativos

vienen definidos por la mitad de la renta bruta media equivalente. El ajuste empleado

para adaptar las líneas en hogares de distinto tamaño y composición es también en este

caso la escala de la OCDE31.

                                                       
30 Hemos supuesto que la infradeclaración afecta por igual a todos los hogares, una hipótesis que,
aunque simplificadora, es la única posible cuando no se dispone de un estudio riguroso sobre el modo
en que el problema se distribuye por fuentes y niveles de ingresos.
31 En el apartado 4 analizaremos otros posibles ajustes y su coherencia con el asumido en la
valoración de las cargas familiares en el MPF.
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Cuadro 3.3
Comparación del MPF con los umbrales relativos en algunos tipos de hogar

MPF % que supone el MPF sobre el umbral relativo
Tipo de hogar (a precios Datos Con corrección por subestimación

de 1993) originales 15% 23% 30%
Un adulto    458.700 1,06 0,80 0,73 0,66
Pareja de adultos    917.400 1,11 0,94 0,86 0,78
Pareja + 1 hijo 1.105.050 1,03 0,88 0,80 0,72
Pareja + 2 hijos 1.292.700  0,98 0,84 0,76 0,69
Pareja + 3 hijos 1.563.750 1,00 0,85 0,77 0,70
Pareja + 4 hijos 1.834.800 1,02 0,87 0,79 0,71

Notas: Para el cálculo del MPF, consideramos adultos menores de 65 años sin ninguna discapacidad e
hijos entre 3 y 16 años. Fuente: Elaboración propia con datos del PHOGUE, 1994.

Como puede apreciarse, el mínimo personal para un adulto menor de 65 años

representa una cuantía ligeramente superior a la del umbral relativo de pobreza cuando

no se efectúa ninguna corrección para tener en cuenta la subestimación de los datos de

ingresos, y porcentajes que varían entre el 80% y el 66% cuando se asumen diversas

cuantías de infradeclaración de las rentas declaradas en la encuesta. La cobertura

aumenta cuando se analizan otros tipos de hogar, en especial los compuestos por una

pareja de adultos y por parejas con tres o más hijos, dada la mayor ponderación

concedida al cónyuge y a los menores en familias numerosas en el MPF en

comparación con la escala de la OCDE. En el apartado 4 analizaremos con mayor

detalle esta cuestión.

c) Pobreza relativa y población con rentas inferiores al MPF

Una cuestión sin duda interesante es el impacto que las diferencias observadas

tienen en términos del tamaño de la población con rentas inferiores al MPF, en

comparación con los índices de pobreza relativa. En otros términos, ¿cuántas personas

serían consideradas “pobres” si en lugar de una línea de pobreza relativa aplicásemos

las cuantías previstas por la nueva ley del IRPF?
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La estimación del porcentaje de población con rentas inferiores al Mínimo

Personal y Familiar con datos procedentes del PHOGUE presenta una dificultad

adicional, relacionada con la diferente delimitación de la unidad de análisis en las

encuestas y en la legislación fiscal. Al igual que las Encuestas de Presupuestos

Familiares, el Panel de Hogares de la Unión Europea contiene datos sobre los hogares,

entendiendo por hogar el conjunto de personas que ocupan en común una vivienda

familiar y consumen alimentos y otros bienes con cargo a un mismo presupuesto.

Desde el punto de vista del impuesto sobre la renta, un hogar puede estar compuesto

por distintas unidades fiscales que realizarán su declaración por separado, computando

o prorrateando sus respectivas cargas familiares a efectos del cálculo del MPF

aplicable.

El PHOGUE ofrece información sobre la relación de cada miembro con el cabeza

de familia y los ingresos percibidos a título individual por cada uno de los miembros

del hogar, así como una serie de datos personales que permiten delimitar de manera

aproximada las unidades familiares en términos del Mínimo Personal y Familiar

(unidades MPF) existentes dentro de cada hogar. Hemos definido la primera unidad

dentro de cada hogar como la comprendida por el cabeza de familia, su cónyuge32 y los

hijos o ascendientes que constituyen “cargas familiares” con derecho a deducción al

computar el MPF, ateniéndose a la normativa del nuevo IRPF. La segunda unidad,

cuando existe, está compuesta por los demás miembros presentes en el hogar (hijos o

ascendientes sin derecho a deducción y otros familiares o personas no emparentadas).

Aunque esta segunda unidad puede estar en realidad compuesta por varias unidades

distintas a efectos de la determinación del MPF, la información que da el PHOGUE no

permite realizar esta diferenciación de forma clara, por lo que la hemos construido de

forma residual respecto a la primera.

La distribución de la población según el número de unidades MPF presentes en

cada hogar, asumiendo un porcentaje medio de subestimación de los ingresos, queda

reflejada en el Cuadro 3.4. En él puede apreciarse cómo casi un 69% de los hogares

                                                       
32 El PHOGUE considera “cabeza de familia” a la persona que el hogar designa como tal,  y “cónyuge o
pareja” a la persona que convive con él maritalmente. Según los datos de la encuesta,
aproximadamente un 2,4% de los “cónyuges” afirman mantener una unión de hecho de carácter no
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(un 61,1% de los individuos) viven en hogares formados por un adulto o una pareja

con “cargas familiares”, mientras que el 31% restante de los hogares (con un 39% de

la población) se incluye en hogares en los que existen miembros no englobables dentro

del MPF de la primera unidad.

Cuadro 3.4
Distribución de la población según el número de unidades MPF

Personas Hogares
Tipo de hogar Número % Número %
Una unidad MPF 22.928.510 61,1 8.236.933 68,9
Más de un unidad MPF 14.591.209 38,9 3.709.523 31,1
Total 37.519.719 100,0 11.946.456 100,0

Nota: El % de subestimación de la renta asumido es el 23%.
Fuente: Elaboración propia con datos del PHOGUE, 1994.

Hemos obtenido el MPF correspondiente a las primeras unidades teniendo en

cuenta los límites de renta y edades señalados por los artículos 40 y 70 de la ley. En

algunos casos, la información que ofrece el PHOGUE o la falta de desarrollo

reglamentario de algunos puntos de la nueva ley nos obligan a efectuar un cálculo

aproximativo. Así, el mínimo personal debido a la condición de discapacitado (y el

complemento por ascendiente discapacitado) se ha aplicado a aquellas personas que

perciben una pensión de invalidez (el 2,7% de los mayores de dieciséis años), y se ha

añadido un complemento por descendiente minusválido a cargo cuando el cabeza de

familia o su cónyuge perciben la correspondientes prestación de la Seguridad Social33.

Por otra parte, hemos tomado 2/3 del Salario Mínimo Interprofesional como el límite

de ingresos para aplicar los complementos por descendientes menores de 25 años y

ascendientes o descendientes discapacitados de cualquier edad, situaciones en las

cuales la ley establece que las cuantías mínimas se fijarán reglamentariamente34.

En el caso de los hogares en los que existen miembros adicionales que no se

pueden considerar cargas familiares del cabeza de familia y su cónyuge, hemos

                                                                                                                                                              
matrimonial.
33 Un 0,2% de los adultos recibe esta prestación, según los datos del PHOGUE.
34 Hemos tomado como referencia el SMI fijado para el año 1999, 969.780 ptas anuales, que equivalen
a unas 808.800 ptas de 1993.
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computado por separado los mínimos personales de cada adulto atendiendo a sus

circunstancias personales, así como los incrementos debidos a la presencia de otros

menores que no son hijos del cabeza de familia, obteniendo el MPF correspondiente

mediante la suma de estas cantidades.

Una primera estimación del porcentaje de población con rentas inferiores al

MPF puede hacerse comparando los ingresos brutos anuales del hogar con la suma de

los mínimos personales y familiares calculados para cada hogar. Dado que ello implica

acumular las rentas de las distintas unidades fiscales potenciales existentes en cada

hogar, este procedimiento ofrecerá una estimación mínima, inferior a la que resultaría

de una análisis independientes de cada unidad. Una segunda estimación posible con los

datos que ofrece el PHOGUE es la basada en el estudio separado de las rentas y MPF de

la primera unidad y la unidad residual en los hogares que formados por varias unidades

MPF. Como veremos, ello genera una cifra mayor de personas cuyas rentas no llegan

al mínimo estipulado por la nueva ley del IRPF. Es necesario observar que en ambos

casos, los datos contenidos en las encuestas nos obligan a trabajar con unidades

familiares más amplias que las potenciales unidades contribuyentes en el impuesto

sobre la renta, lo que implica un grado de promediación de ingresos superior al que se

daría al realizar las declaraciones de renta en la práctica35.

El Cuadro 3.5 muestra las estimación del porcentaje de población con rentas

inferiores al MPF en cada una de las dos modalidades anteriores (por hogares y por

unidades familiares) en los distintos supuestos de subestimación de los ingresos

contemplados. Como puede apreciarse, el número de personas cuyas rentas queda por

debajo del mínimo personal y familiar se modifica de modo significativo dependiendo

de la magnitud de la infradeclaración de ingresos que se asuma. Con los datos

originales y tomando al hogar como unidad de análisis, un 23,2% de la población se

situaría en hogares con ingresos inferiores al MPF. Cuando las rentas se incrementan

para tener en cuenta el problema de la subestimación de ingresos, el porcentaje se ve

reducido de forma sensible, hasta comprender a poco más de la décima parte de la

población en la hipótesis de menor fiabilidad de las rentas declaradas en la encuesta.

                                                       
35 Ello es aplicable también en la primera unidad familiar, dada la posibilidad de tributación
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Con el grado razonable de subestimación asumido en este trabajo, la “tasa de pobreza”

derivada de tomar el MPF como umbral representa un 13,6% de la población en 1993.

Cuadro 3.5
Porcentajes de población con rentas inferiores al MPF con diferentes supuestos

sobre el grado de subestimación de los ingresos declarados

% de subestimación de la renta
Tipo de hogar 0% 15% 23% 30%

Hogares con una sola unidad MPF
  Adulto o pareja + cargas familiares 24,0 17,8 14,1 11,0
Hogares con varias unidades MPF
  1ª unidad: Adulto o pareja + c.f. 28,4 21,4 18,0 14,9
  2ª unidad: Otros miembros 35,3 29,4 25,9 23,6
  Rentas conjuntas de ambas unidades 21,8 15,9 12,8 10,2
TOTAL

  Por unidades familiares MPF(1) 26,6 20,3 16,9 13,9
  Por hogares 23,2 17,1 13,6 10,7

Notas: (1) El % para el total de población es la media ponderada de los % para las distintas unidades
familiares u hogares, teniendo en cuenta el % de personas en cada grupo.
Fuente: Elaboración propia con datos del PHOGUE.

Si el análisis se realiza en términos de las unidades familiares MPF definidas

más arriba, los porcentajes de personas con rentas inferiores al mínimo se eleva en

aproximadamente 3 puntos porcentuales, rozando la cifra del 17% en la hipótesis

central de subestimación de la renta. Este incremento se debe a la no acumulación de

los ingresos obtenidos por todos los miembros del hogar en los hogares con más de

una unidad, que provoca una elevación de las unidades “pobres” particularmente

marcada en el caso de las formadas por los miembros adicionales a los que componen

la primera unidad familiar.

¿Qué relación guardan estas cifras con los niveles de pobreza relativa que se

desprenden de los datos del PHOGUE? Para responder a esta cuestión hemos estimado

el porcentaje de población con rentas inferiores al umbral relativo de pobreza. El

resultado es que algo más de 7,8 millones de personas (un 21% de la población) se

                                                                                                                                                              
independiente.
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sitúa en 1993 por debajo de la mitad de la renta media, utilizando la escala de la

OCDE, sin que la aplicación de otras escalas de equivalencia alternativas altere de

manera significativa el índice de pobreza36. Nótese que, dado que suponemos que el

grado de infradeclaración es el mismo en todos los hogares, las tasas de pobreza

relativa no se ven afectadas cuando varía el dicha magnitud.

Como puede observarse comparando este resultado con los obtenidos en el

cuadro 3.5, el porcentaje de personas con ingresos inferiores al MPF se sitúa

nítidamente por encima de la tasa de pobreza relativa con los datos originales de la

encuesta, aunque representa un nivel próximo a la mitad si se efectúa la estimación

acumulando las rentas dentro de cada hogar y suponiendo que existe una

infradeclaración del 30% en las rentas registradas en la encuesta. Con la hipótesis

intermedia de subestimación, que representa a nuestro juicio una aproximación

razonable, y desagregando las rentas y MPF de las segundas unidades en los hogares

en que éstas existen (un enfoque más coherente con la filosofía del impuesto sobre la

renta), la cifra de pobreza estimada al tomar como umbral el MPF ronda los 6,3

millones de personas, un 80,5% de los “pobres relativos”.

El anterior resultado pone de manifiesto que el concepto de “mínimo vital”

implícito en la nueva ley del IRPF está más próximo a la idea de pobreza relativa que a

la del mínimo de supervivencia en que se basan los umbrales absolutos. Aun cuando en

España no se cuenta con evaluaciones rigurosas de la pobreza absoluta, indicadores

indirectos como el porcentaje de personas con ingresos inferiores a los niveles

estipulados en las Rentas Mínimas de Integración autonómicas se sitúan en niveles muy

inferiores, en torno al 3% de la población37. Por su parte, el último informe sobre la

pobreza en España realizado por EDIS-CARITAS ofrece una estimación del 1,4% de

la población para  la pobreza extrema y del 3,1% para la pobreza grave en 1996, si

bien ambas se definen en relación a los ingresos medios y, por tanto, tomando como

referencia el umbral relativo38. Como muestra el análisis realizado con los datos del

                                                       
36 Las estimaciones varían entre el 20,2% y el 21,9 cuando se emplean ajustes representativos de la
gama razonable de posibilidades.
37 Véase Ayala (1999). El porcentaje de personas que de hecho recibe estas prestaciones resulta aún
menor, en torno al 0,6% de la población.
38 En este informe se considera pobres extremos a los que no tienen ingresos superiores al 15% de la
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PHOGUE, la población con ingresos inferiores al MPF resulta claramente superior a

estos resultados, aun cuando se adoptan las hipótesis más restrictivas a la hora de

efectuar los cálculos.

Los resultados anteriores suscitan algunas cuestiones interesantes sobre la

noción de “necesidades” en que parece basarse el concepto de MPF. Las

comparaciones realizadas con la ECPF y con el PHOGUE reflejan unos niveles de renta

prácticamente iguales a los utilizados para medir la pobreza relativa cuando se analizan

los datos originales de las encuestas, y no muy inferiores si se tiene en cuenta el

porcentaje de subestimación que puede afectar a tales registros, hecho por lo general

no considerado en los estudios empíricos basados en estas fuentes. Parece razonable

inferir, por tanto, que las “necesidades” que pretende cubrir el nivel de renta exento en

el nuevo impuesto aparecen delimitadas en relación a los niveles de vida medios, más

que en función del mínimo absoluto imprescindible para acceder a un nivel de consumo

que garantice la cobertura de las necesidades esneciales.

La concepción anterior puede plantear algunos problemas de coordinación en

el ámbito de las diversas políticas sociales que incluyen mínimos en su formulación.

Como vimos anteriormente, el MPF supera con holgura los niveles de las prestaciones

autonómicas de rentas mínimas garantizadas y se sitúan por encima de las pensiones

mínimas de jubilación e invalidez en los supuestos no contributivos y con cónyuge a

cargo. Si el concepto de necesidades implícito en el MPF se utiliza como baremo para

estudiar el grado de suficiencia de tales prestaciones, no queda más remedio que

concluir que las pensiones y rentas mínimas fijadas en el sistema de protección social

español no alcanzan a cubrir los gastos necesarios para acceder a un nivel de vida

digno.

Queremos por último hacer algunas observaciones metodológicas  sobre el

análisis realizado. Para obtener las cuantías del MPF en 1.993 hemos mantenido fijos

en términos reales los niveles fijados para 1.999, teniendo en cuenta exclusivamente la

variación del IPC entre ambas fechas. Si el MPF se actualizase en el futuro en función

                                                                                                                                                              
media, y como graves a los que se sitúan entre el 15% y el 25% de la renta media nacional.
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de los cambios en la renta o el consumo medios, como sería coherente con un enfoque

relativo de las necesidades, la conversión a valores de 1.993 debería hacerse en función

de la evolución del nivel de vida medio, lo que generaría cuantías inferiores a las

utilizadas en este trabajo. La ausencia de concreción del  mecanismo a utilizar para el

ajuste de los mínimos en fechas posteriores nos ha inclinado a aplicar la hipótesis que

más se corresponde con los métodos de actualización empleados en el período

reciente, pero sería interesante estudiar cómo varían las conclusiones bajo otros

supuestos alternativos.

En segundo lugar, y como ya hemos mencionado, la información del PHOGUE

no permite delimitar unidades fiscales en sentido estricto dentro del hogar, que sería la

unidad de análisis más razonable para analizar el impacto del MPF sobre los niveles de

pobreza. Dado que la acumulación de rentas entre distintas unidades fiscales supone

una promediación artificiosa de los niveles de ingresos de los distintos miembros, un

estudio más detallado significaría probablemente un aumento del número de personas

cuyas rentas resultan inferiores al correspondiente mínimo personal y familiar.

Posiblemente las fuentes basadas en datos fiscales (de declaraciones y retenciones)

permitan realizar una estimación más depurada en este sentido.

4. El ajuste del MPF: una valoración de las escalas de equivalencia

implícitas

La utilización de escalas de equivalencia para comparar los niveles de renta de

hogares con diferente tamaño y composición se ha convertido en una práctica habitual

entre los científicos sociales. En el análisis de la desigualdad económica entre las

familias, tales ajustes son necesarios para determinar la verdadera posición de los

individuos en la escala de renta, que no viene condicionada tanto por los ingresos

percibidos a título individual como por el nivel de renta conjunto del hogar al que

pertenecen. La comparación de los niveles de renta de los hogares deberá ponderar

tanto el peso de las economías de escala en el consumo como las diferentes

necesidades de los miembros que en cada caso lo integran. En los estudios de pobreza

se plantea, igualmente, la necesidad de adaptar el umbral a los distintos tipos de hogar,

graduando las cuantías de los mínimos vitales de forma que se recoja adecuadamente la
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variación de las necesidades que experimentan hogares de estructura diferente a la

tomada como referencia para construir la línea de pobreza.

Por otra parte, de forma expresa o implícita, las escalas de equivalencia están

también presentes en muchos programas de políticas sociales y en la legislación fiscal

de los diversos países, aunque con mucha frecuencia no se utilice el término que aquí

nos interesa. Así ocurre, por ejemplo, en la valoración que se da a los hijos o a otros

integrantes de la familia en los programas de rentas mínimas o de ayudas familiares, en

las políticas de concesión de becas y otros tipos de ayudas o en las políticas orientadas

a facilitar el acceso a la vivienda a los ciudadanos.

Las leyes fiscales y más concretamente la legislación del impuesto sobre la

renta suelen incluir escalas implícitas al valorar como minoración en la base o en la

cuota del impuesto, el coste de los diversos componentes del hogar con la intención de

depurar el concepto de capacidad de pago y discriminar adecuadamente a los hogares

en función de sus circunstancias particulares.

Llama la atención sin embargo, la escasa conexión que suele darse entre los

diversos ámbitos que, de una u otra forma, emplean escalas de equivalencia. Esto es

especialmente grave en el caso de las políticas públicas, en donde debería procurarse

un mayor grado de conexión y conocimiento de los parámetros fundamentales. Aunque

es cierto que razones de origen y de motivación de partida de las políticas pueden

explicar los diferentes parámetros empleados en cada caso, es cada día mas difícil

justificar la ausencia de una perspectiva común.39

Una de las principales características diferenciadoras del actual MPF respecto a

los mínimos exentos utilizados en impuestos anteriores es su graduación para tener en

cuenta las circunstancias personales y familiares de los contribuyentes, de forma que

las distintas cuantías fijadas tratan de reflejar las necesidades básicas de diferentes tipos

de unidad familiar. En este apartado realizamos una valoración de estos ajustes,

                                                       
39 En sociedades donde la información es cada vez mayor y de más fácil acceso, la coherencia de las
políticas públicas se está convirtiendo en una exigencia creciente de los ciudadanos. La
determinación, por ejemplo, de un salario social muy alejado del mínimo vital fijado en el IRPF puede
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comparándolos con los utilizados en la medición de la pobreza y en otros programas

de política social. Antes de abordar la comparación, resulta útil revisar brevemente las

justificaciones teóricas del empleo de escalas de equivalencia en el análisis de la

distribución de la renta y los distintos procedimientos que pueden emplearse para su

determinación.

4.1. La justificación de las escalas de equivalencia

Un importante supuesto de partida en el análisis de la desigualdad y la pobreza

es que la renta constituye un buen indicador del bienestar económico de individuos u

hogares homogéneos, que tienen las mismas necesidades y afrontan los mismos

precios. En realidad, sin embargo, los datos de renta con que cuenta el investigador o a

los que se enfrenta el legislador fiscal se refieren a unidades que difieren en sus

características y necesidades (número de miembros, edades de sus integrantes,

localización geográfica, posibles discapacidades, etc). De ello se deriva la necesidad,

como ya se ha dicho, de utilizar ajustes que nos permitan transformar las rentas no

comparables percibidas por hogares heterogéneos en rentas comparables (equivalentes)

que constituyan un indicador adecuado del bienestar económico de los individuos que

componen dichos hogares.

En términos generales, una escala de equivalencia es una combinación de

coeficientes asociada a los diferentes tipos de hogares que permite ajustar las rentas

obtenidas por los mismos y realizar comparaciones sobre una base homogénea. Parece

evidente, por ejemplo, que una renta de dos millones de pesetas no significa lo mismo

para un hogar formado por dos personas que para otro constituido por seis. La

aplicación de escalas de equivalencia persigue introducir un ajuste que proporcione

información comparable (en términos de renta por adulto equivalente, o renta

equivalente) sobre la utilidad, el nivel de vida o el grado de bienestar que un hogar

obtiene por su renta.

                                                                                                                                                              
convertirse en un claro factor de desestabilización social a medio plazo.
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La disponibilidad de una cantidad de ingresos alude de inmediato al gasto

necesario para adquirir los bienes con los que satisfacer las necesidades, y obliga a

considerar, por tanto, la relación entre necesidades y recursos. Si bien los recursos de

cada hogar son una magnitud observable (con las conocidas restricciones asociadas a

la definición del concepto de renta y a las limitaciones de las fuentes de datos

disponibles), no ocurre lo mismo con las necesidades. El establecimiento de escalas de

equivalencia entraña, por consiguiente, un análisis necesariamente complejo de las

necesidades relativas de los diferentes tipos de hogar, que deberá aportar la base para

estimar las cantidades de recursos con las cuales los diversos hogares obtienen el

mismo nivel de bienestar económico.

En la construcción de escalas de equivalencia se reconoce, de forma general, la

necesidad de realizar dos tipos de ajuste:

1) En primer lugar, es preciso tener en cuenta las economías de escala que

existen en el consumo cuando aumenta el tamaño del hogar. Dos personas que

conviven pueden obtener el mismo bienestar económico con una cantidad de ingresos

inferior al doble de lo que necesitarían si viviesen por separado. La incorporación de

personas adicionales al hogar requiere, obviamente, la adición de recursos para poder

mantener el mismo nivel de vida, pero las necesidades de gasto no aumentan de forma

directamente proporcional al tamaño del hogar, sino en una cuantía inferior.

La explicación de este hecho reside fundamentalmente en la naturaleza de los

bienes y necesidades de los integrantes del hogar y, en particular, en la existencia de

bienes de consumo colectivo dentro del mismo, que no requieren un gasto adicional

para proporcionar el mismo nivel de satisfacción de necesidades40. La utilización de

bienes colectivos por parte de los miembros de un hogar implica el aprovechamiento

de economías de escala que no pueden disfrutar los individuos que viven solos. La

vivienda, los electrodomésticos o los automóviles son algunos de los bienes que

presentan un carácter público o cuasi-público en los presupuestos familiares. Para

                                                       
40 Otras posibles razones de la existencia de economías de escala son el abaratamiento de las compras
cuando éstas se realizan para varias personas o la mayor probabilidad de que uno o varios miembros
del hogar dediquen tiempo a la producción doméstica. Véase Hourriez y Olier (1997).
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determinar la importancia de las economías de escala resulta fundamental, por tanto,

calcular el peso relativo que tales bienes suponen en el presupuesto del hogar. Nótese

que puesto que las economías de escala dependen de la estructura del consumo, no

tienen por qué ser constantes en el tiempo y en el espacio.

2) En segundo lugar, se reconoce que las necesidades de los diversos hogares

varían en función de las edades de los miembros que los componen u otras

circunstancias que se consideren relevantes. Una parte de la literatura sobre escalas de

equivalencia se ha dedicado a analizar y estimar empíricamente el “coste de los hijos”,

con objeto de derivar los coeficientes aplicados a los menores en las escalas de

equivalencia. Estos coeficientes son, por lo general, inferiores a los correspondientes a

los adultos, dado que se considera que las necesidades de consumo de los niños

también los son41. De una forma más general, las escalas pueden graduarse en función

de las edades o incluso, en algunos casos, el sexo de los miembros del hogar, siempre

que se estime que las necesidades de recursos varían de una forma sistemática

dependiendo de estas características42.

Además de la circunstancias anteriores, otras características de los hogares

pueden influir en los niveles de renta necesarios para alcanzar un determinado nivel de

vida. Las diferencias de localización geográfica o el carácter rural o urbano del medio

en el que se ubica el hogar pueden implicar diferencias en los niveles de precios que

modifican la capacidad adquisitiva de las rentas. Otros factores, como el hecho de que

alguno de los miembros del hogar  se encargue de las tareas domésticas y el cuidado de

los hijos, la extensión y calidad de los servicios públicos gratuitos suministrados por el

                                                       
41 Algunos enfoques de las escalas de equivalencia pueden exigir que la ponderación aplicada a los
menores sea la misma que la correspondiente a los adultos, con el argumento de que unos y otros
deben “contar igual” en la evaluación de la pobreza entendida como un incumplimiento del derecho a
un mínimo de recursos para todos los ciudadanos, independientemente de su edad. En el extremo
opuesto, algunos autores encuadrados en el pensamiento de la escuela de Chicago defienden que la
ponderación aplicada a los hijos debe ser nula, dado que representan un consumo libremente decidido
por sus padres en un contexto de maximización racional de la utilidad. Bradbury (1992) sintentiza las
principales objeciones que pueden oponerse a este segundo enfoque. También en EUROSTAT (1992).
42 Por ejemplo, las escalas implícitas en el umbral oficial de pobreza de EEUU, tal como fue en su día
diseñado por Orshansky, otorgaban una ponderación menor a las personas mayores y a las mujeres en
determinados grupos de edad. En España, resulta interesante destacar que uno de los primeros
estudios sobre distribución de la renta publicado a principios de los años sesenta presenta resultados
referidos a “unidades de consumo”, determinadas en función de una escala que asignaba un
coeficiente de 1 a los varones adultos,  de 0,75 a las mujeres adultas y de 0,5 a los niños y niñas
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Estado, los niveles de riqueza del hogar (y en especial la propiedad o alquiler de la

vivienda y los gastos asociados a la misma) o la existencia de miembros con

necesidades especiales (como discapacitados o enfermos crónicos) suponen también

diferencias en los niveles de renta necesarios para lograr un determinado nivel de

bienestar económico43.

En términos formales, la construcción de escalas de equivalencia parte del

supuesto de que el bienestar económico obtenido por los miembros de un hogar h

depende del nivel de renta del hogar Yh, su tamaño nh y las restantes características

sociodemográficas que se consideren relevantes (ch):

Uh= f(Yh, nh, ch)

Si tomamos como referencia un hogar de características { n0 , c0 }  que alcanza

un determinado nivel de bienestar económico U0 con una renta Y0 , la escala de

equivalencia para otro hogar h de características {nh, ch} vendrá dada por el

multiplicador eh que permita obtener el nivel de renta necesaria para que ese hogar

obtenga el mismo nivel de bienestar económico que el tomado como base.

eh =
Y (n ,  c )

Y (n ,  c )
h h h U= U

0 0 0 U= U

0

0

La anterior expresión puede interpretarse como un “índice del coste de las

características de los hogares” que tiene una estructura similar a los índices del coste

de la vida, al proporcionar un deflactor aplicable a las rentas de hogares de diferente

estructura para obtener rentas comparables a las del hogar de referencia (en general, el

hogar unipersonal) en términos de bienestar económico. De tal forma, la renta

“equivalente” Yh
e  de cualquier hogar h puede calcularse dividiendo la renta total del

hogar por la escala de equivalencia correspondiente.

                                                                                                                                                              
menores de 14 años. Véase ICE (1962).
43 En general, resulta difícil trazar las fronteras entre los factores que han de tenerse en cuenta en el
diseño de escalas de equivalencia y los que deberían introducirse a través de ajustes en el indicador de
recursos (definición del concepto de renta o de gasto) utilizado en la medición.
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Yh
e = 

Y

e
h

h

La magnitud de la variación relativa de la escala al aumentar el tamaño del

hogar refleja las economías de escala implícitas en el ajuste. De forma genérica, la

elasticidad de la escala respecto al tamaño del hogar estará acotada entre 0 y 1,

representando ambos límites las dos opciones extremas que pueden asumirse al

elaborar la escala: ausencia de economías de escala en el caso de una elasticidad

unitaria (lo que implicaría que la renta debe aumentar en la misma proporción que el

tamaño del hogar para mantener un mismo nivel de bienestar económico) o economías

de escala infinitas en el caso de una elasticidad nula (en cuyo caso se supondría que no

es preciso aumentar la renta para obtener el mismo bienestar cuando se modifica el

número de miembros del hogar).

La variabilidad de la escala en relación a las restantes características incluidas

en ch dependerá de la forma en que se considere que tales características afectan a las

necesidades de recursos de los hogares. Si se considera, por ejemplo, que los menores

requieren menos recursos adicionales que los adultos, la escala deberá diseñarse de tal

forma que su elasticidad respecto al número de menores sea inferior a la exhibida en el

caso de los adultos.

Un aspecto no resuelto en la literatura sobre escalas de equivalencia es si las

anteriores relaciones son o no independientes del nivel de renta. La mayor parte de las

escalas empleadas en el análisis de la distribución de la renta son, como veremos,

constantes e implican ajustes proporcionales iguales para distintos niveles de ingresos.

Sin embargo, la afirmación de que las economías de escala y el coste relativo asociado

a las diferentes características consideradas no varían con la renta puede resultar

discutible44. Una escala de equivalencia constante implica necesariamente que los

niveles de renta adicionales para, por ejemplo, cubrir el coste de un hijo son mayores

en términos absolutos cuando aumenta el nivel de ingresos del hogar. Esta idea es

                                                       
44 Véase Conniffe (1992) para una discusión de este aspecto.
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defendible desde una concepción relativa de la desigualdad, pero puede resultar

insostenible en términos de una concepción absoluta del fenómeno. En este último

caso, una vez evaluado el coste asociado a las distintas características de los hogares,

la renta equivalente se obtendría restando de los ingresos sin ajustar las cuantías

correspondientes a dichos costes, que representarían la renta que es preciso sustraer a

un hogar de características {nh, ch} para que un adulto alcance el mismo nivel de

bienestar con la renta que le queda que si viviese en un hogar de características

{ n0 , c0 }45. Como vimos en el apartado 2, este es precisamente el procedimiento

seguido para determinar la Base Imponible en el nuevo impuesto sobre la renta.

La gama de escalas de equivalencia utilizada en los estudios sobre distribución

y en las políticas públicas es muy amplia y entraña ajustes en ocasiones claramente

distintos según las características del hogar. La literatura suele diferenciar cuatro

grupos de escalas de equivalencia, atendiendo al sistema seguido para su

determinación:

1) Escalas normativas o políticas46

Son las escalas contenidas en las regulaciones de las diversas políticas de gastos

e impuestos que toman en consideración las características sociodemográficas de las

unidades familiares sobre las que actúan. En la mayoría de los casos, los programas no

determinan de forma expresa las escalas de equivalencia utilizadas, sino que éstas se

hallan implícitas en la graduación de las prestaciones o las cargas fiscales según el

tamaño y características de los hogares destinatarios de las políticas concretas.

Una clara desventaja de este tipo de escalas reside en su falta de justificación

analítica. Por otra parte, el hecho de que tales escalas difieran no sólo de un país a otro

sino dentro del mismo país cuando se consideran distintos programas dificulta su

utilización práctica a un nivel más general. Asimismo, la combinación de elementos de

ajuste con la introducción de incentivos o medidas protectoras de determinados tipos

de unidad familiar puede provocar resultados poco justificables desde el punto de vista

                                                       
45 Véase Del Río y Ruiz-Castillo (1996).
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teórico, como la adición de cantidades crecientes por los hijos de familias numerosas

(que implicaría la existencia de deseconomías de escala).

2) Escalas estadísticas o “de expertos”

Son las escalas recomendadas o utilizadas por los expertos en el estudio de la

distribución de la renta, especialmente en el contexto de los análisis de comparación

internacionales. Pueden basarse en alguna medida en los estudios del presupuesto

mínimo para cubrir unas determinadas necesidades en distintos tipos de hogar o

constituir aproximaciones sin una base empírica concreta47.

Tal vez la escala más conocida dentro de este grupo sea la de la OCDE,

propuesta por esta organización en 1982 para ser empleada en los países que no

hubiesen desarrollado sus propios métodos de ajuste. La escala de la OCDE se basa en

un sistema de ponderaciones que asigna un valor unitario al primer adulto y

ponderaciones menores a los restantes miembros del hogar, diferenciando entre adultos

y menores. En particular,

eh= 1 +  0,7a  +  0,5mh h

Con  ah = nº de adultos en el hogar h y mh= nº de menores en el hogar h.

Una variante de esta escala es la propuesta en el informe sobre la pobreza en la

Comunidad Europea elaborado por Eurostat en 1992, que asigna una ponderación de

0,5 a los adultos adicionales y de 0,3 a los menores. Tal modificación se basa en los

resultados de algunos análisis que concluyen que la escala de la OCDE atribuye un

peso excesivo a los miembros adicionales del hogar, lo que conduce a sobrevalorar los

niveles de pobreza de las familias más numerosas48.

                                                                                                                                                              
46 Aquí se incluirían las escalas de la seguridad social, según la terminología de EUROSTAT (1992)
47 Las primeras corresponderían a lo que Buhmann et al. (1988) denominan escalas “presupuestarias”
(como la implícita en el umbral de pobreza estadounidense) y las segunda a las “pragmáticas”, como
la de la OCDE.
48 Eurostat (1992), p. 16.
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Ambas escalas otorgan un peso relativo diferente a adultos y menores en el

cálculo del número de unidades de consumo equivalente, pero la corrección por

economías de escala se reduce a la menor ponderación que recibe el segundo adulto en

relación al primero. Por consiguiente, los incrementos de renta requeridos para los

miembros adicionales no decrecen en los posteriores aumentos del tamaño del hogar.

Una formulación distinta ampliamente utilizada desde su introducción es la

paramétrica49, que computa el número de adultos equivalentes elevando el tamaño del

hogar a un parámetro comprendido entre 0 y 1.

eh = nh
φφ Con 0 ≤ φ ≤ 1.

Una ventaja clara de la anterior forma de introducir escalas de equivalencia es

su facilidad de manejo, que simplifica los análisis de sensibilidad. Por otra parte, como

han mostrado Buhmann et al. (1988), muchas escalas más complejas pueden

aproximarse con un pequeño margen de error a través de una forma paramétrica. El

parámetro φ (elasticidad de equivalencia) tiene una sencilla interpretación en términos

de la  elasticidad de la renta sin ajustar con respecto al tamaño del hogar50.

La principal desventaja de la anterior formulación es que la escala sólo tiene en

cuenta el tamaño del hogar (ponderando igual a mayores y menores). Sin embargo,

puede resultar simplista evaluar de la misma forma las necesidades de hogares con el

mismo número de miembros pero de estructura muy diferente (por ejemplo, tres

adultos y un adulto con dos menores).

El inconveniente derivado de la no consideración de las diferencias entre

adultos y menores puede evitarse proponiendo una forma más general para la escala de

equivalencia paramétrica, conforme ha sido sugerido en algunos trabajos recientes, y

                                                       
49 Véase Buhmann et al. (1988).
50 Es suficiente con diferenciar la expresión de la escala para un nivel constante de la renta
equivalente.
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en particular por el comité de expertos encargados de revisar el método oficial de

medición de la pobreza en EEUU51:

eh = (ah + kmh)
φ Con   0  ≤  k  ≤ 1  y  0 ≤ φ ≤ 1.

Donde ah = número de adultos y mh= número de menores en el hogar h.

La principal virtud de esta formulación es que permite determinar

separadamente el ajuste introducido por la estimación del inferior coste de los hijos (a

través del factor k) y la corrección por las economías de escala (a través del factor φ).

Cualquiera de las escalas “de expertos” mencionadas puede ser criticada por la

arbitrariedad implícita en los valores asignados a los coeficientes y parámetros que las

definen, en la medida en que se elección incorpora juicios de valor difícilmente

contrastables sobre el peso de las economías de escala en el hogar o las necesidades de

los distintos miembros.

3) Escalas “objetivas” o basadas en el consumo

En este grupo se encuadran las escalas estimadas a partir de los datos sobre el

consumo de los hogares, normalmente obtenidos de las grandes encuestas de

presupuestos familiares. El problema que plantea la derivación de escalas de

equivalencia a partir de los datos empíricos de gasto es que se requiere un criterio

previo para determinar cuándo dos hogares obtienen el mismo bienestar económico

pese a tener diferente estructura, de forma que la comparación de sus niveles de

consumo permita determinar el incremento de renta necesario para mantener el mismo

nivel de vida cuando varía el tamaño y composición del hogar.

El procedimiento más conocido es el método de Engel, que equipara en

términos de bienestar a los hogares que dedican el mismo porcentaje de gasto a la

                                                       
51 Véase Citro y Michael [Eds] (1995), p. 178. Otro trabajo reciente que utiliza esta forma es Hourriez
y Olier (1997).
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alimentación52. Otros métodos seguidos para la estimación de las escalas, como el de

Rothbard y las variantes del mismo desarrolladas en los últimos años, responden a una

filosofía similar, pero utilizan otros tipos de consumo (en general, algún grupo de

gastos en “bienes de adultos”, como el alcohol o cerveza, o las compras de vestido

necesario para los adultos) como elemento para realizar las comparaciones (Hourriez y

Olier, 1997).

A partir de tal información se pueden obtener escalas “econométricas”,

derivadas a partir de microdatos de renta, consumo y características sociodemográficas

de los hogares contenidos en las encuestas de presupuestos familiares. La principal

crítica que se ha lanzado sobre la obtención de escalas por este procedimiento se

refiere a que no es posible estimar escalas de equivalencia sin incluir algún supuesto

previo, determinado por el propio investigador, que forzosamente no es éticamente

neutral y, por tanto, puede ser arbitrario y sujeto a controversia53.

4) Escalas “subjetivas” o basadas en la utilidad declarada

Como alternativa a los métodos objetivos, que no dejan de estar condicionados

por los juicios de valor del analista a la hora de seleccionar el tipo de gasto que permita

llegar a la escala de equivalencia, se ha propuesto construir escalas de equivalencia a

partir de las opiniones de los consumidores sobre categorías amplias como el nivel de

vida. En este caso, el procedimiento se basa en el empleo de alguna de las preguntas

subjetivas incluidas en las versiones más modernas de las encuestas de presupuestos

familiares, en las que se pide a los encuestados que se pronuncien sobre su nivel de

vida o bienestar o sobre la renta mínima mensual que un hogar de las características del

sometido a la encuesta, debería tener para poder cubrir las necesidades básicas. Lo que

se intenta hacer a través de este procedimiento  es desplazar el juicio de valor desde el

                                                       
52 Este autor observó en 1895 que las familias pobres gastaban más en alimentos que las familias de
mayor capacidad adquisitiva. Adicionalmente comprobó que para un mismo nivel de gasto total, las
familias de mayor tamaño gastaban un mayor porcentaje en alimentos. Eso le permitía concluir que el
gasto en alimentación podía ser un buen instrumento para determinar las economías de escala. Dos
familias con igual proporción de gasto en alimentación tendrían un similar nivel de vida dejando a un
lado las diferencias de tamaño y composición. Las diferencias en renta de un tipo de familia y otra
para el mismo porcentaje de gasto en alimentos explicaría las diferencias para el mantenimiento y
permitiría determinar la escala de equivalencia.
53 Cowell y Mercader-Prats (1998), p. 8.
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analista al propio consumidor sometido a la encuesta. Como se ha señalado, “la

cuestión cualitativa revela directamente la opinión de la población sobre el bienestar”54

A pesar de la aparente ventaja de las escalas subjetivas, no hay que olvidar que

la formulación de las cuestiones cualitativas depende también del juicio de valor del

estadístico o del investigador en relación con el concepto al que se alude (bienestar,

nivel de vida..). Por otra parte, las respuestas de los hogares pueden estar

condicionadas en cierta medida por su restricción presupuestaria efectiva, un hecho

que puede distorsionar la correcta valoración de las necesidades de cada tipo de hogar.

Sin duda, la ventaja del método subjetivo estriba en su simplicidad, tanto de los datos

manejados como de los modelos econométricos utilizados, ya que la estimación de

escalas con esta metodología no hace necesario estimar una función de demanda.

Las diferentes escalas mencionadas hasta aquí pueden aproximarse a través de

la aplicación de la función paramétrica. Como se recoge en el trabajo de Buhman et al.

(1988), el principal resultado obtenido al realizar ese ejercicio es que cada uno de los

grupos de escalas mencionados más arriba muestra diferente elasticidad. Entre las que

arrojan valores más altos están algunas de las escalas “estadísticas” más

frecuentemente utilizadas, como la de la OCDE. Las que ofrecen resultados más bajos

(es decir, asumen mayores economías de escala) suelen estar las estimadas a partir de

datos subjetivas.

                                                       
54 Hourriez y Olier, (1997), pg. 75.



63

4.2. Escalas de equivalencia implícitas en el concepto de mínimo personal y

familiar del nuevo IRPF

El nuevo Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas introduce, como

exponíamos más arriba, un nuevo esquema de ajuste de la carga impositiva a las

diferentes características de los hogares, a través del concepto de mínimo personal y

familiar. En este nuevo esquema, el impuesto grava la renta discrecional, definida

como la renta disponible una vez satisfechas las necesidades básicas de los

contribuyentes, que varían en función de sus características (edad, discapacidad) y

cargas familiares existentes.

Con el nuevo sistema del mínimo personal y familiar en el impuesto sobre la

renta, resulta oportuno preguntarse qué relación existe entre la valoración de las cargas

familiares implícita en este concepto y la realizada en otros mínimos presentes en la

legislación sobre protección social o en los umbrales utilizados en la medición de la

pobreza en nuestro país.

El Cuadro 4.1 muestra las escalas implícitas en el mínimo personal cuando se

toma como unidad de referencia a la constituida por un adulto sólo menor de 65 años y

sin ningún tipo de discapacidad. Como puede apreciarse, el mínimo personal se ve

incrementado entre un 18% y un 109% en función de la edad y el grado de

discapacidad del contribuyente. Paralelamente, la existencia de cargas familiares

aumentan el mínimo personal y familiar en proporciones que dependen de las edades y

características de los miembros adicionales de la unidad familiar. Un caso especial es el

de las familias monoparentales, en las cuales, si bien la valoración de los hijos

permanece inalterada, los mínimos personales general, para mayores de 65 años y por

discapacidad se elevan en 350.000 ptas.
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Cuadro 4.1
Escalas implícitas en la legislación sobre el mínimo personal y familiar

Mínimo personal Escala
Adulto menor de 65 años
Adulto mayor de 65 años
Adulto con discapacidad entre 33% y 65%
Adulto con discapacidad igual o mayor al 65%
Adulto sin cónyuge con hijos a cargo
Adulto mayor de 65 años son cónyuge con hijos a cargo
Adulto discapacitado (33%-65%) sin cónyuge con hijos a cargo
Adulto discapacitado (>65%) sin cónyuge con hijos a cargo

1,00
1,18
1,54
2,09
1,64
1,82
2,18
2,73

Mínimo familiar ∆∆ Escala
Por ascendiente > 65 años cuyas rentas no superen el SMI
Por descendiente soltero < 25 años cuyas rentas no superen un nivel
mínimo(1)

   Por el primero y segundo
   Por el tercero y siguientes
Suplemento por material escolar (descendientes entre 3 y 16 años)
Suplemento por descendiente a cargo menor de 3 años
Suplemento por ascendiente o descendiente discapacitado de cualquier
edad cuyas rentas no superen un nivel mínimo(1)

   Discapacidad entre el 33% y el 65%
   Discapacidad mayor o igual al 65%

 0,18

0,36
  0,54
 0,05

  0,09

0,54
1,09

Notas: (1) Estos niveles mínimos se fijará reglamentariamente.
Fuente: Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del IRPF

Dada la diversidad de circunstancias recogidas en la legislación sobre el mínimo

personal y familiar, las escalas correspondientes a las distintas unidades familiares

variarán en función de las características que concurran en cada caso. A continuación

comparamos los ajustes introducidos por el MPF con los derivados de algunas

prestaciones sociales, como las rentas mínimas garantizadas, y de las escalas utilizadas

en el análisis empírico de la pobreza en los principales tipos de hogar.

a) Comparación con las escalas implícitas en las rentas mínimas garantizadas

¿Qué relación existe entre la valoración de las cargas familiares implícita en las

anteriores cuantías y la utilizada en otros programas de protección social? La

comparación con los sistemas de rentas mínimas garantizadas resulta especialmente útil
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para realizar ésta valoración, ya que tales prestaciones tratan de garantizar a todos las

familias un nivel mínimo de ingresos suficiente para cubrir las necesidades básicas,

graduando las ayudas en función del tamaño del hogar y, en algunos casos, de las

edades de los miembros que componen la unidad familiar beneficiaria.

El carácter autonómico de los programas de rentas mínimas en nuestro país

genera una amplia diversidad en el tratamiento de la familia en estas prestaciones. Los

suplementos asignados por cada persona adicional varían entre el extremo de Castilla-

León, donde la prestación es fija con independencia del tamaño del hogar, y Aragón y

el País Vasco, que asignan un 30% más por el segundo miembro y un 20% más por los

miembros tercero y adicionales. En términos generales, la graduación de las rentas

mínimas en nuestro país resulta menos generosa con los hogares numerosos que la

vigente en otros países europeos55.

Cuadro 4.2
Escalas de equivalencia implícitas en el mínimo personal y familiar

y en los programas autonómicos y europeos de rentas mínimas

Tipo de
Mínimo personal

y familiar
Rentas Mínimas
Media España

Rentas Mínimas
Media U.E.

unidad familiar Escala ∆∆ Escala ∆∆ Escala ∆∆
Un adulto
Dos adultos
Pareja + 1 hijo
Pareja + 2 hijos
Pareja + 3 hijos
Pareja + 4 hijos

1,00
2,00
2,41
2,82
3,41
4,00

-
1,00
0,41
0,41
0,59
0,59

1,00
1,16
1,29
1,40
1,49
1,57

-
0,16
0,13
0,11
0,09
0,08

1,00
1,62
1,99
2,37
2,77
ND

-
0,62
0,37
0,38
0,40
ND

Nota: Para el cálculo de la escala implícita en el mínimo personal y familiar aplicamos un suplemento
por descendiente a cargo de 225.000 ptas por los hijos primero y segundo y de 325.000 por los
terceros y siguientes, que son las cantidades que la ley prevé para los descendientes con edades
comprendidas entre los 3 y los 16 años.
Fuente: Elaboración propia.

El Cuadro 4.2 muestra las escalas de equivalencia medias implícitas en los

programas autonómicos y europeos de rentas mínimas para los tipos de unidad familiar

más frecuentes, en comparación con las que se desprenden del MPF del impuesto.
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Estas últimas están obtenidas para el caso de adultos menores de 65 años sin

discapacidades y descendientes a cargo con edades comprendidas entre los 3 y los 16

años, que generan derecho a la aplicación del suplemento de 25.000 ptas por gastos de

material escolar.

El primer hecho que resulta llamativo en la anterior comparación es el contraste

entre la exigua variación de las rentas mínimas garantizadas autonómicas al aumentar

el tamaño del hogar y los incrementos previstos en el mínimo personal y familiar del

IRPF. Así, la renta mínima promedio recibida por un hogar con dos adultos es un 16%

mayor de la que percibe un individuo solo, una proporción muy inferior al 100% de

aumento implícito en las cuantías del MPF. La valoración de los costes asociados a los

hijos también resultan claramente menores, de tal forma que la prestación a que tiene

derecho una pareja con 4 hijos es sólo un 57% superior a la recibida por una persona

sola, mientras que el mínimo de una unidad familiar con esas características es 4 veces

mayor que el correspondiente a un adulto.

Las escalas medias implícitas en  los programas de la Unión Europea resultan

más elevadas, aunque también se sitúan por debajo de las contenidas en el mínimo

personal y familiar del IRPF. La principal diferencia viene dada en este caso por el

aumento menos que proporcional de la prestación cuando se añade el segundo adulto,

hecho coherente con la existencia de economías de escala vinculadas al aumento del

tamaño del hogar y que, sin embargo, el esquema de ajuste del mínimo personal y

familiar no contempla.

La comparación con otras prestaciones mínimas existentes en nuestro sistema

de protección social ofrece un contraste similar en lo referente a la valoración relativa

de las cargas asociadas a la existencia de un cónyuge. Así, el incremento de las

pensiones mínimas que supone el tener un cónyuge a cargo se sitúa en torno al 18% en

1.999, una proporción comparable a la implícita en los programas autonómicos

examinados.

                                                                                                                                                              
55 Véase Ayala (1999) para un estudio detallado de esta cuestión.



67

b) Comparación con los ajustes empleados en el análisis de la pobreza

Un segundo tipo de comparación que ofrece resultados interesantes es la que

toma como referencia los ajustes empleados por los expertos en el análisis de la

distribución de la renta y la pobreza. Como argumentábamos anteriormente, no existe

consenso en torno a cuáles son las escalas de equivalencia “correctas”, y los distintos

estudios aplican diferentes ajustes a las rentas de los hogares para obtener rentas

equivalentes comparables en términos de bienestar económico.

El análisis comparativo realizado por Buhmann et al. (1988) permite concluir

que casi todas las escalas empíricas puede aproximarse a través de formas paramétricas

con valores de la elasticidad de equivalencia comprendidos entre 0,20 y 0,80. Por ello,

incluimos en la comparación tres escalas de este tipo con parámetros φ=0,25, φ=0,50 y

φ=0,75. La primera es la que presupone mayores economías de escala, y coincide

aproximadamente con las elasticidades estimadas a partir de encuestas subjetivas a los

hogares y sólo ligeramente inferior al que se desprende de las basadas en datos sobre el

consumo de los hogares. La segunda es la empleada en muchos trabajos recientes de

comparación internacional basados en los microdatos del Luxembourg Income Study

(LIS) y representa un ajuste próximo al implícito en las escalas basadas en la

construcción de presupuestos mínimos para diferentes tipos de hogar. La tercera

asume menores economías de escala que las dos anteriores, y podría sintetizar los

ajustes implícitos en las escalas estadísticas o “de expertos” propuestas sin una

fundamentación teórica o empírica concreta para el análisis comparativo de la

distribución de la renta.

Además, incluimos en la comparación otras dos escalas que incorporan un

ajuste diferente para adultos y menores: la conocida escala de la OCDE, que ha sido

ampliamente utilizada en los estudios de pobreza y desigualdad realizados en nuestro

país, y la escala biparamétrica propuesta por la comisión de expertos encargados de

revisar los métodos de medición oficial de la pobreza en EEUU. En este último caso,

seguimos las recomendaciones de la comisión al elegir una ponderación de 0,70 para
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los menores y una elasticidad de equivalencia situada entre 0,65 y 0,75 (en particular,

tomamos φ=0,70).

Cuadro 4.3
Escalas implícitas en el mínimo personal y familiar y escalas
estadísticas aplicadas el análisis de la distribución de la renta

Mínimo Escalas paramétricas
Tipo de hogar personal k=1,00 k= 0,70 Escala

y familiar φφ=0,25 φφ=0,50 φφ=0,75 φφ= 0,70 OCDE
Un adulto
Una persona > 65
Dos adultos
Dos personas > 65
Un adulto + 1 hijo
Un adulto + 2 hijos
Un adulto + 3 hijos
Un adulto + 4 hijos
Dos adultos + 1 hijo
Dos adultos + 2 hijos
Dos adultos + 3 hijos
Dos adultos + 4 hijos

1,00
1,18
2,00
2,36
2,05
2,45
3,05
3,64
2,41
2,82
3,41
4,00

1,00
1,00
1,19
1,19
1,19
1,32
1,41
2,24
1,32
1,41
1,50
1,57

1,00
1,00
1,41
1,41
1,41
1,73
2,00
2,24
1,73
2,00
2,24
2,45

1,00
1,00
1,68
1,68
1,68
2,28
2,83
3,34
2,28
2,83
3,34
3,83

1,00
1,00
1,62
1,62
1,45
1,85
2,21
2,55
2,00
2,35
2,68
3,00

1,00
1,00
1,70
1,70
1,50
2,00
2,50
2,70
2,20
2,70
3,20
3,70

Nota: Para el cálculo de la escala implícita en el mínimo personal y familiar aplicamos un suplemento
por descendiente a cargo de 225.000 ptas por los hijos primero y segundo y de 325.000 por los
terceros y siguientes, que son las cantidades que la ley prevé para los descendientes con edades
comprendidas entre los 3 y los 16 años.
Fuente: Elaboración propia.

El Cuadro 4.3 ofrece los valores de las escalas resultantes para doce posibles

tipos de unidad familiar, atendiendo a la edad del sustentador principal, a la existencia

o no de un cónyuge y al número de menores a cargo.  Como puede apreciarse, ninguna

de las escalas contempladas introduce una graduación tan detallada como el mínimo

personal y familiar. En particular, las cuantías no varían en el caso de los mayores de

65 años (así como tampoco con otras circunstancias no recogidas en el cuadro, como

la edad de los hijos o la existencia de discapacidades).

En cuanto a la magnitud relativa de los ajustes, y pese a la variedad de los

mismos en las diferentes escalas estadísticas consideradas, el MPF se diferencia de

todas las demás en la asignación de un peso igual al primer adulto y al cónyuge, lo que

supone que no se reconoce la existencia de economías de escala asociadas a la vida
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matrimonial. Posiblemente este hecho se debe al deseo de no desincentivar la

tributación conjunta, como ocurriría si el mínimo al que tuviese lugar una persona

como cónyuge fuese inferior al que podría aplicarse tributando separadamente. Es

importante señalar, sin embargo, que ello genera una clara “anomalía” en las escalas

implícitas en la valoración del mínimo personal y familiar (ver Gráfico 4.1).

Gráfico 4.1
Incrementos de la escala para diferentes tipos de unidad familiar

en el mínimo personal y familiar y en otras escalas de equivalencia
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Los aumentos de la escala derivados de la existencia de menores en la unidad

familiar se sitúan ligeramente por encima de los recomendados por la comisión de

expertos estadounidenses y algo por debajo de los implícitos en la escala de la OCDE

en el caso de los dos primeros hijos. En cambio, las cuantías previstas por la ley para

los descendientes tercero y posteriores suponen un ajuste más generoso que el que se

deriva de todas las escalas consideradas. El hecho de que el mínimo familiar se

incremente en mayor proporción a partir del tercer hijo representa, nuevamente, una

anomalía de las escalas implícitas en el la regulación del IRPF, en la medida en que

presupone la existencia de deseconomías de escala en las familias numerosas. Como

puede apreciarse en el gráfico, todas las demás escalas incorporan ajustes ligeramente

decrecientes al aumentar el tamaño del hogar, con la excepción de la escala de la
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OCDE (cuyo ajuste es constante a partir del primer hijo). También en este caso la

explicación reside presumiblemente en la existencia de objetivos paralelos al de la mera

cuantificación de los niveles de renta necesarios para cubrir una serie de necesidades

básicas, como puede ser el deseo de otorgar una protección especial, en forma de una

mayor bonificación fiscal, a las familias con más de dos menores a su cargo.

Una mención aparte merece al tratamiento de las familias monoparentales la

regulación del nuevo IRPF. La aplicación del complemento personal por encabezar una

familia monoparental proporciona para este grupo las escalas más elevadas del

conjunto, debido a que la monoparentalidad no se considera en ningún otro caso como

factor de incremento de los umbrales, pese a lo cual este tipo de hogar presenta una

elevada incidencia de la pobreza en los estudios basados en umbrales relativos. Dado

que es razonable suponer que la necesidad de hacer frente en solitario al cuidado y

educación de los hijos supone un aumento de los gastos, la escala implícita en el MPF

representa, a nuestro juicio, una mejora en relación a las utilizadas habitualmente en el

análisis de la distribución de la renta.

Por consiguiente, el panorama general que se desprende de la comparación en

el caso de las familias con hijos, tanto monoparentales como no, refleja unos ajustes

más generosos en el caso del MPF que en las principales alternativas empleadas en el

análisis de la pobreza relativa. En el caso de los hogares en los que existe una pareja,

esta mayor generosidad no se deriva tanto de una mayor valoración del coste de los

hijos como de la ponderación igual de los dos cónyuges en el MPF. Por lo que se

refiere a las familias sin pareja con hijos a cargo, el resultado se debe al complemento

específico aplicable al cabeza de familia que debe afrontar esta circunstancia. Los

gráficos 4.2 y 4.3 muestran la evolución de las escalas cuando existe desde uno hasta 4

hijos adicionales en ambos tipos de hogar. Puede observarse fácilmente que, en el

primer caso, las escalas del mínimo personal y familiar son superiores a todas las

restantes para una pareja y una pareja con un menor, igualan a la de parámetro φ=0,75

en el caso de la pareja con dos hijos y  vuelven a situarse por encima a partir del tercer

hijo. En el caso de las familias monoparentales, las escalas quedan nítidamente por

encima de todas las restantes en los distintos ajustes alternativos considerados.
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Gráfico 4.2
Escalas correspondientes a distintas unidades familiares con una pareja e hijos a

cargo en el mínimo personal y familiar y en otros ajustes alternativos

Gráfico 4.3
Escalas correspondientes a distintas unidades familiares con un adulto

e hijos a cargo en el mínimo personal y familiar y en otros ajustes alternativos
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La anterior discusión ha dejado deliberadamente a un lado algunas de las

dificultades que surgen de la diferente definición de la unidad de análisis en los estudios

sobre distribución de la renta y en le legislación del impuesto sobre la renta. En el

análisis de la distribución de la renta las escalas se aplican, como regla general, a los

hogares, es decir, a unidades formadas por personas que conviven y comparten sus

gastos, sin atender a los vínculos legales que existan entre los miembros ni al número

de perceptores de ingresos. Por el contrario, la unidad contribuyente es el individuo,

aunque se reconoce la posibilidad de tributar conjuntamente a las modalidades de

unidad familiar reconocidas por la regulación del impuesto (los dos cónyuges o el

adulto con hijos menores de edad a su cargo).

En la comparación anterior hemos utilizado unidades familiares simples

compuestas por adultos solos y parejas con o sin hijos a su cargo, en las cuales no

conviven necesariamente personas que deban tributar de forma separada56. En la

práctica, los hogares frecuentemente están formados, como vimos en el análisis

realizado con datos del PHOGUE en el apartado 3, por otros miembros adicionales que

en ningún caso pueden considerarse cargas familiares del cabeza de familia, sino que

constituyen unidades fiscales independientes para las que es posible calcular sus

propios MPF específicos.  Obviamente, la suma de los MPF de las distintas unidades

fiscales que componen los hogares de estructura más compleja entraña un ajuste

diferente al asumido por las escalas de equivalencia usuales en los estudios sobre la

distribución de la renta, construidas en términos de hogares y basadas en determinados

supuestos sobre las economías de escala que no pueden realizarse cuando el análisis se

realiza partiendo de las unidades fiscales. En el próximo punto analizamos con mayor

detalle la distribución empírica de hogares según su composición y comparamos los

niveles de pobreza que se derivan de emplear las cuantías del MPF con las que resultan

del enfoque relativo de la pobreza.

c) Un análisis empírico del impacto del MPF en la estructura de la pobreza

                                                       
56 Naturalmente, la posibilidad de declaración separada de los cónyuges se plantea siempre que ambos
sean perceptores de renta, en cuyo caso las deducciones por cargas familiares se prorratean entre
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En el apartado 3 estimamos los porcentajes de personas con rentas inferiores

al MPF aplicando distintos supuestos de subestimación de la renta y dos métodos

alternativos de agregar las rentas y los correspondientes MPF dentro del hogar.

Comprobamos entonces que, asumiendo un nivel medio de infradeclaración de los

ingresos, los niveles de pobreza asociados al MPF se situaban aproximadamente en

el 65% de los índices relativos de pobreza cuando se comparaban las rentas totales

de los hogares con la suma de los MPFs de las distintas unidades familiares

integrantes, elevándose a un 80% cuando la confrontación se hacía en términos de

unidades familiares amplias.

En el cálculo de la pobreza relativa empleábamos la escala de equivalencia

de la OCDE, que es una de las más “generosas” con los miembros adicionales

presentes en el hogar y más cercana, por tanto, al sistema de ponderación de las

cargas familiares implícita en el MPF. La utilización de otras escalas de

equivalencia alternativas no modifica sensiblemente el índice de pobreza estimado,

pero sí afecta, y de forma importante en algunos casos, al modo en que la población

pobre se distribuye entre los distintos tipos de hogar.

A continuación realizamos un análisis empírico de esta cuestión, partiendo

de la información sobre circunstancias personales y composición del los hogares

ofrecida por el PHOGUE. Para ello, hemos obtenido las tasas de pobreza específicas

de diecisiete tipos de hogar utilizando tanto el MPF como las líneas de pobreza

relativa derivadas de tres ajustes diferentes, en particular los proporcionados por la

escala de la OCDE, la escala paramétrica con φ=0,5 y la escala de doble parámetro

(k=0,7, φ=0,7) propuesta por los expertos estadounidenses. En la clasificación de

los hogares según su composición, se ha prestado especial atención al desglose en el

caso de los hogares compuestos por una sola unidad familiar a efectos del cálculo

del MPF.

                                                                                                                                                              
ambos miembros de la pareja.



74

Dado que nuestro objetivo es evaluar el efecto puro de las escalas de

equivalencia implícitas en el MPF sobre la estructura de la pobreza, hemos utilizado

umbrales relativos ligeramente inferiores a los originales, que generan un índice de

pobreza comparable al porcentaje de personas por debajo del MPF en la hipótesis

media de subestimación y efectuando el cálculo en términos de las rentas globales

de los hogares (un 13,6). Las líneas que proporcionan un resultado situado en el

entorno de la cifra anterior suponen un 42% de la renta media, en lugar del 50%

inicialmente utilizado.

Cuadro 4.4
Indices de pobreza relativa y según el MPF para distintos tipos de hogar

% Escala de equivalencia Escala
Composición del hogar Población φφ=0,5 φφ=k=0,

7
OCDE MPF

Con una sola unidad MPF

Persona sola  < 65 años 1,7 18,5 14,0 9,8 10,6
Persona sola ≥ 65 años 2,4 16,1 6,2 4,4 4,8

Pareja sin hijos, ambos < 65 años 5,9 12,0 9,9 8,1 11,0
Pareja sin hijos, al menos uno ≥ 65 años 5,9 18,1 8,7 4,7 19,6

Adulto solo con 1 o 2 hijos a cargo 1,3 28,3 26,9 22,2 25,6
Adulto solo con 3 o más hijos a cargo 0,4 44,7 46,8 49,8 40,8

Pareja con 1 hijo a cargo 12,5 15,0 14,3 12,8 11,7
Pareja con 2 hijos a cargo 19,9 17,2 15,7 15,8 12,7
Pareja con 3 hijos a cargo 7,2 19,8 20,4 22,0 16,4
Pareja con 4 o más hijos a cargo 2,1 32,3 34,5 37,8 33,5

Hogares con algún ascendiente a cargo 1,8 12,9 12,8 16,5 6,9

Con más de una unidad MPF

Adulto con hijos(2) 4,2 13,5 13,6 10,6 14,1
Pareja con hijos(2) 18,4 8,4 9,3 10,5 11,2
Adulto/pareja con hijos y otros miembros(3) 13,0 8,0 10,2 13,8 15,5
Adulto/pareja sin hijos y otros miembros(3) 3,3 7,2 13,2 6,3 9,3
TOTAL 100,0 14,0 13,2 13,3 13,6

Notas: (1) Hogares compuestos por adultos o parejas, con o sin hijos, y algún ascendiente con
derecho a deducción. (2) Al menos un hijo sin derecho a deducción en el MPF de la primera
unidad. (3) Algún hijo y/o otros miembros sin derecho a deducción en el MPF de la primera
unidad.
Fuente: Elaboración propia con datos del PHOGUE, 1994.
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Cuadro 4.5
Incidencia relativa de la pobreza para diferentes tipos de hogar

Escala de equivalencia Escala
Composición del hogar φφ=0,5 φφ=k=0,7 OCDE MPF
Con una sola unidad MPF

Persona sola  < 65 años 1,31 1,06 0,74 0,78
Persona sola ≥ 65 años 1,15 0,47 0,33 0,35

Pareja sin hijos, ambos < 65 años 0,85 0,75 0,61 0,80
Pareja sin hijos, al menos uno ≥ 65 años 1,28 0,66 0,36 1,44

Adulto solo con 1 o 2 hijos a cargo 2,01 2,04 1,66 1,88
Adulto solo con 3 o más hijos a cargo 3,18 3,54 3,73 3,00

Pareja con 1 hijo a cargo 1,07 1,08 0,96 0,86
Pareja con 2 hijos a cargo 1,22 1,19 1,18 0,93
Pareja con 3 hijos a cargo 1,41 1,55 1,65 1,20
Pareja con 4 o más hijos a cargo 2,30 2,61 2,83 2,46

Hogares con algún ascendiente a cargo(1) 0,92 0,97 1,24 0,51

Con más de una unidad MPF

Adulto con hijos(2) 0,96 1,03 0,80 1,04
Pareja con hijos(2) 0,60 0,70 0,79 0,83
Adulto o pareja con hijos y otros
miembros(3)

0,57 0,77 1,03 1,14

Adulto o pareja sin hijos y otros
miembros(3)

0,51 0,53 0,47 0,68

TOTAL 1,00 1,00 1,00 1,00

Notas: (1) Hogares compuestos por adultos o parejas, con o sin hijos, y algún ascendiente con
derecho a deducción. (2) Al menos un hijo sin derecho a deducción en el MPF de la primera
unidad. (3) Algún hijo y/o otros miembros sin derecho a deducción en el MPF de la primera
unidad.
Fuente: Elaboración propia con datos del PHOGUE, 1994.

El cuadro 4.4 muestra las tasas de pobreza específicas resultantes para cada

tipo de hogar en los cuatro supuestos considerados. El cuadro 4.5 ofrece la misma

información en términos de incidencia relativa de la pobreza, definida como el

cociente entre el índice de pobreza específico y el general de la población. Este

segundo indicador puede interpretarse en términos del riesgo relativo de pobreza

asociado a cada tipo de hogar en relación al que sufre un individuo medio. Los
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grupos con IR superior a 1 presentan un riesgo de pobreza por encima de la media,

mientras que lo contrario ocurre con los que tienen IR inferiores a la unidad.

Podemos observar que la estructura de la pobreza varía sensiblemente según

el tipo de ajuste utilizado. Centrándonos en primer lugar en las tres escalas

relativas, resulta notorio que la de parámetro φ=0,5 eleva significativamente el

riesgo de pobreza atribuido a los hogares unipersonales, así como, en menor

medida, a los de dos y tres miembros. Por el contrario, atribuye niveles de pobreza

menores que las otras escalas a los hogares más numerosos, como las parejas con

más de 3 hijos o los formados por un adulto o pareja con hijos y otros miembros.

Ello se debe a la presunción de unas economías de escala mayores al aumentar el

tamaño del hogar, lo que provoca una mejora en la posición relativa de los hogares

más grandes dentro de la distribución de la renta. Los otros dos ajustes suponen una

mayor concentración de la pobreza en los hogares más numerosos, especialmente en

el caso de la  escala de la OCDE que, como vimos con anterioridad, tiene en cuenta

de forma muy escasa las economías de escalas asociadas al aumento del número de

miembros del hogar.

Pese a las diferencias en la intensidad de la pobreza que se desprenden de la

aplicación de una u otra escala, las tres coinciden en señalar a las familias

monoparentales y las parejas con cuatro o más hijos a cargo como los principales

grupos de riesgo de pobreza, con tasas que superan holgadamente el triple de las

nacionales en el caso de los adultos con tres o más hijos. Los hogares unipersonales

constituyen un grupo de riesgo exclusivamente si se emplea la escala menos

generosa con las familias más grandes (φ=0,5). Resulta interesante notar que las

personas mayores de 65 años que viven solas presentan siempre tasas de pobreza

inferiores a las de los adulto. Las parejas sin hijos muestran también una incidencia

menor que la media, exceptuando las formadas por personas mayores con la escala

de parámetro 0,5.

La aplicación de los ajustes implícitos en el concepto de MPF no modifica

sensiblemente la delimitación de los grupos de riesgo: las familias monoparentales y
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las parejas con mayores cargas familiares siguen constituyendo los tipos de hogar

con tasas de pobreza más elevadas, aunque la incidencia relativa se sitúa en general

algo por debajo de la obtenida con las otras escalas57.

Las principales diferencias residen en el tratamiento dado por el MPF a los

hogares con ascendientes, que generan un índice de pobreza sensiblemente inferior

en este colectivo. Ello se debe al hecho de que el incremento del mínimo por el

hecho de tener un ascendiente a cargo (100.000 pesetas en el caso general) es

sensiblemente inferior al exigido por los demás umbrales, que no establecen

diferencias entre éste y otro tipo de adultos adicionales.

Una segunda peculiaridad está en la posición relativa de las parejas sin hijos,

que presentan (especialmente en el caso de las personas mayores) niveles de pobreza

superiores a los obtenidos para los hogares unipersonales, hecho que sólo se

observa, aunque en proporción mucho menor, en el caso de los mayores de 65 años

con la escala de parámetro 0,5. La explicación de este resultado radica en la

ponderación igual de los dos cónyuges en el MPF, aspecto que no comparte ninguna

de las restantes escalas.

Por último, la aplicación del mínimo regulado en el IRPF da lugar a tasas de

pobreza más elevadas en los hogares con varias unidades MPF, debido a la no

consideración de las economías de escala. Hemos de resaltar que la diferencia sería

mayor si el análisis se realizara en términos de unidades MPF o, en su caso, de

unidades fiscales en sentido estricto, dado que ello eliminaría los efectos de la

acumulación artificial de rentas que suponemos al hacer la comparación para el

hogar en su conjunto.

En síntesis, aunque todas las escalas estudiadas coinciden en la delimitación

de los principales grupos de riesgo, la incidencia de la pobreza en los distintos tipos

                                                       
57 Es importante observar que las escalas de equivalencia implícitas en el ejercicio empírico realizado
para los diferentes tipos de hogar en que dividimos la población no coinciden por completo con las
estudiadas anteriormente para las unidades familiares simples seleccionadas, debido a que los
umbrales de cada grupo son la media ponderada de los obtenidos cuando concurren diferentes
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de hogar varía en cierta medida según cuál sea el ajuste utilizado. La graduación de

las necesidades contenida en el MPF provoca, por su parte, algunas peculiaridades

frente a las demás escalas de equivalencia, que se derivan fundamentalmente de la

igual ponderación de los dos cónyuges, de la escasez relativa del ajuste introducido

por los ascendientes a cargo y de la imposible consideración de las economías de

escala vinculadas al tamaño del hogar en un concepto definido en términos de

unidades de análisis más estrictas.

A modo de valoración general, podemos decir que las escalas implícitas en

los niveles del Mínimo Personal y Familiar del nuevo IRPF presentan la ventaja de

una graduación más detallada de las cuantías en función de circunstancias que, como

las discapacidades o la monoparentalidad, no se tienen por lo general en cuenta en

otras escalas. Sin embargo, los ajustes del MPF incorporan una consideración de las

economías de escala que resulta anómala en el contexto de los estudios sobre

pobreza y que sería, por tanto, difícilmente trasladable a un análisis realizado en

términos de hogares.

Por otra parte, y como vimos con anterioridad, existe un contraste claro

entre los aumentos de las necesidades asociados al mayor tamaño de la unidad

familiar en el MPF y la graduación de las prestaciones en las principales políticas

nacionales de mantenimiento de rentas. A nuestro juicio, ello puede plantear

algunos problemas de coherencia entre las políticas fiscales y las de gasto que

deberían ser objeto de un examen más detallado.

5.- Consideraciones finales

La reciente aprobación de la nueva Ley del IRPF ha implicado, entre otras

cuestiones, la incorporación a la legislación tributaria española del MPF como

reconocimiento expreso de un mínimo de recursos que los individuos o familias deben

emplear para cubrir sus necesidades y que, por lo tanto, deben quedar al margen de la

imposición.

                                                                                                                                                              
circunstancias (como las discapacidades o la existencia de hijos menores de 3 años o mayores de 16).
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Aunque el MPF no significa una novedad radical, por cuanto existía un mínimo

exento implícito en el tramo a tipo cero de la tarifa del impuesto anterior, el nuevo

elemento tiene la ventaja de reconocer expresamente, a la hora de determinar la base

del impuesto, un mínimo de renta que no queda sometido a tributación al estimarse

imprescindible para cubrir las necesidades personales y familiares, integrando en un

sólo instrumento el mínimo exento y las deducciones familiares en la cuota

previamente aplicadas. En este sentido, los ciudadanos pueden comprender claramente

la oportunidad de la medida y su posible justificación desde una óptica de equidad.

La Ley del impuesto, en su exposición de motivos, al referirse al MPF se limita

a decir que no será renta disponible la que el contribuyente emplee para atender “a sus

necesidades y las de los sujetos que de él dependen”. La mención estricta de

“necesidades”, sin calificativo alguno (podrían haberse utilizado los términos de

necesidades básicas o necesidades mínimas), parece poner de manifiesto la opción del

legislador por un cierto grado de ambigüedad que puede tener consecuencias no

despreciables, ya que el concepto de necesidades es un concepto relativo, difícil de

concretar.

La fijación del MPF implica el reconocimiento oficial, por vez primera, de un

umbral de necesidades mínimas de individuos y familias. Tal fijación apareja, en

consecuencia, un cierto grado de compromiso por parte de los poderes públicos con la

cobertura de esas necesidades y, lógicamente,  con el diseño de las políticas públicas

que tienen objetivos similares.

Por lo que se refiere a la nueva regulación del impuesto en relación con el

MPF, nos preguntamos una serie de cuestiones relacionadas, por un lado, con la

cuantía finalmente decidida, y por otro, con el tratamiento que recibe la unidad familiar

en la nueva regulación, al incluirse en este elemento del impuesto los mecanismos de

reconocimiento de las cargas familiares.

En relación con la fijación del MPF deben plantearse tres cuestiones

principales: ¿Qué criterios inspiraron las cuantías finalmente decididas? ¿Son
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coherentes con las líneas de cobertura de las pensiones y las políticas de rentas

mínimas garantizadas existentes? ¿Son consistentes con los umbrales de pobreza

empleados en la investigación empírica sobre pobreza y desigualdad?

Es una tarea complicada conocer los criterios inspiradores de la cuantía del

MPF finalmente decidida. Como reiteramos a lo largo del trabajo, y al igual que en

tantos otros campos, la colaboración entre investigadores y decisores no es todo lo

estrecha que debería ser. Sin duda motivos recaudatorios debieron pesar en la decisión

final junto con la consideración de los mínimos exentos existentes en el impuesto

anterior, así como de algunas informaciones relacionadas con la estimación de la

pobreza relativa a partir de las Encuestas Continuas de Presupuestos Familiares. Como

antes señalábamos, además, la mención genérica de las necesidades de individuos y

familias, parece acercar el MPF al concepto de pobreza relativa, es decir, aquella

noción que pone el énfasis en la vinculación de los umbrales con la renta media en cada

momento de tiempo. Tal perspectiva puede implicar consecuencias importantes,

especialmente en relación con los procesos de actualización del MPF hacia el futuro.

En coherencia con ese concepto, el MPF debería ser actualizado en función de los

cambios de la renta media y no del IPC, indicador más apropiado para ser aplicado en

el caso de optar por un concepto absoluto de pobreza (vinculado a la definición

expresa de una cesta bienes imprescindibles para cubrir necesidades básicas).

Respecto a las preguntas vinculadas al grado de coherencia de las diversas

políticas públicas con la determinación del MPF nuestra respuesta es claramente

negativa: la cuantía fijada como MPF no es consistente con los niveles determinados en

otros ámbitos, especialmente en el caso de las prestaciones no contributivas y las

pensiones mínimas para titulares con cónyuge a cargo. Podrá contestarse a esta

primera observación que lo específico de cada política no exigiría una coherencia

absoluta y que, en algunos casos se está hablando de necesidades o de objetivos

diferentes. Aún admitiendo la diversidad de objetivos de las diferentes políticas,

entendemos que debería existir una mayor coherencia entre las cuantías mínimas fijadas

por las mismas. Así por ejemplo, los perceptores de pensiones sensiblemente inferiores

al MPF tienen ahora un argumento para defender que el pago que reciben del Estado



81

está muy por debajo de lo que el propio Estado estima que son las necesidades

mínimas de familias e individuos.

En relación con el trato dado a las familias de distinta composición, las

preguntas relevantes serían: ¿Realiza el impuesto una valoración adecuada de las

cargas familiares? ¿Mejora respecto a la contenida en la legislación anterior? ¿Las

escalas de equivalencia implícitas son similares a las aplicadas por otras políticas

públicas? ¿Qué decir respecto a las escalas aplicadas por los investigadores en los

estudios de pobreza y desigualdad?

Por lo que se refiere al tratamiento de la unidad familiar en el nuevo impuesto,

nuestro análisis pone de manifiesto que las escalas de equivalencia en el caso de las

familias con hijos aumentan para todos los tramos de renta, lo que supone una mayor

consideración de este tipo de cargas a la hora de evaluar la capacidad de pago. Ello se

debe a que los “mínimos familiares” implícitos en el anterior impuesto eran inferiores a

los actuales, especialmente para los niveles de renta más altos, como se deduce de la

conversión en renta adicional equivalente de las deducciones en la cuota aplicables por

los descendientes a cargo. Por su parte, el tratamiento dado a los matrimonios con una

sola renta en relación a los solteros mejora ligeramente, pero sólo para las rentas

inferiores, debido a que la combinación de un tramo a tipo cero superior y tipos más

bajos en la tarifa aplicable a los matrimonios conjunta implicaba un mínimo personal

conjunto creciente con el nivel de ingresos en el impuesto anterior.

La comparación de los ajustes introducidos en los niveles estipulados por el

MPF y los empleados en otras escalas de equivalencia habitualmente utilizadas en el

análisis de la pobreza refleja algunas diferencias que suponen un menor reconocimiento

de las economías de escala, debido en particular a la ponderación igual de los dos

cónyuges y al aumento de los mínimos aplicables por el tercer hijo y posteriores. Este

esquema contrasta con el seguido por otras escalas, que otorgan siempre un menor

coeficiente al segundo adulto y valoraciones decrecientes o, en algún caso iguales,

pero nunca crecientes, a los menores adicionales. El tratamiento de las familias

monoparentales es también más generoso en el MPF, ya que ninguna otra de las
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escalas de las estudiadas incluye un aumento específico del umbral para este tipo de

hogar.

La confrontación de los niveles de pobreza que resultarían de tomar como

umbral el MPF con los obtenidos al emplear la mitad de la renta media permite

confirmar la idea de que el concepto de necesidades implícito en la nueva figura se

halla más próximo a la noción de pobreza relativa que a la absoluta,  incluso cuando se

realizan correcciones para tener en cuenta la subestimación de los datos de ingresos

que recogen las encuestas. Por su parte, la estructura de la pobreza no se vería alterada

de forma importante, si bien el mínimo personal y familiar atribuye un riesgo de

pobreza mayor que otros umbrales a las parejas, especialmente a las formadas por

personas mayores, y a los hogares más numerosos, sobre todo a los compuestos por

adultos no incluidos en la primera unidad familiar a efectos de determinación del MPF.

Contrariamente, la pobreza de las familias con ascendientes a cargo resulta muy

inferior a la obtenida con las líneas relativas, debido a la menor ponderación relativa de

este tipo de carga familiar en el MPF.

Por lo que respecta a la coherencia entre el MPF y otras políticas públicas,

nuestro estudio muestra que la valoración de las necesidades adicionales de las familias

con más de un miembro resulta sensiblemente inferior a la implícita en el MPF, de

forma que la insuficiencia de las prestaciones en relación al mínimo se acentúa de

forma marcada cuando se consideran hogares de mayor tamaño. Ello pone de

manifiesto, a nuestro juicio, un problema de articulación entre la política fiscal y los

criterios seguidos para fijar los niveles básicos de las políticas de mantenimiento de

rentas en nuestro país.

En resumen nuestra primera aproximación al estudio del MPF ofrece una

perspectiva de claroscuros. En algunos casos se aprecian claros avances respecto a la

situación anterior, mientras que en otros se observan problemas preocupantes,

especialmente en términos de coherencia y coordinación con otras políticas públicas.

No hay que olvidar además que la nueva regulación va a provocar un importante coste

recaudatorio que, si no se compensa con el crecimiento de otros ingresos, dará lugar a

recortes de gastos que pueden tener importantes repercusiones sociales. Por otra parte,
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tampoco debe olvidarse que la estrategia de elevación de los MPF tiene como uno de

sus objetivos disminuir el número de contribuyentes y simplificar la gestión del tributo.

Aunque tales razones son comprensibles no debe ocultarse el hecho de que la nueva

regulación disminuye sensiblemente la generalidad del gravamen, lo que implica que

una parte de la población no participará expresamente en la financiación del gasto

público, debilitándose en este sentido los mecanismos de control democrático y de

integración social. Se trata no obstante, de temas que exceden el alcance de este

trabajo.
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